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 El sistema de ejecución privada 
de las normas antitrust se encuentra 
en un estado totalmente embrio-
nario en Argentina. Con el objeto 
de que aquél logre desarrollarse, es 
importante crear las condiciones 
necesarias para que individuos y 
empresas víctimas de estos ilícitos 
tengan los incentivos suficientes 
para plantear este tipo de reclamos. 
Las acciones por daños antitrust 
deben ser una realidad y no sólo una 
remota posibilidad.

I. Introducción

La indemnización y reparación de daños 
como consecuencia de las violaciones a las 
normas de defensa de la competencia (a la 
que aquí nos referiremos simplemente como 
la ejecución privada de las normas de compe-
tencia) son parte importante del sistema de 
ejecución de las normas antitrust, al tiempo 
que pueden constituir un elemento disuasivo 
adicional a las sanciones que son propias de 
la autoridad de competencia (es decir, la eje-
cución pública).

La ejecución privada de las normas de 
competencia tal vez sea la única forma de 
compensar a las víctimas de daños produci-
dos como consecuencia de conductas violato-
rias a dichas normas.

Por su parte, la ejecución pública a través 
de las autoridades de competencia es necesa-
ria y parte esencial del sistema de ejecución 

integral de las leyes antitrust, sin embargo 
rara vez contribuye a que las víctimas recu-
peren las pérdidas sufridas por ellas, como 
consecuencia de las prácticas anticompeti-
tivas.

Sin la ejecución privada es imposible que 
tanto empresas como individuos recuperen 
las ganancias perdidas o los daños sufridos 
como consecuencia de estos ilícitos. Además, 
los montos involucrados quedan en manos 
quienes llevan adelante conductas violatorias 
de las leyes antitrust.

Un sistema ordenado y sólido que per-
mita la indemnización y reparación de da-
ños por ilícitos anticompetitivos otorgaría 
beneficios adicionales a los que pudieren 
obtenerse mediante un sistema que úni-
camente se apoye en la ejecución de las 
normas a través de la administración pú-
blica. (1)

Lamentablemente, el sistema de ejecu-
ción privada de las normas de competencia 
de Argentina se encuentra en un estado de 
desarrollo absolutamente embrionario. (2) 
Nuestro sistema de ejecución de las nor-
mas de competencia, al igual de lo que ha 
sucedido en Europa y en Latinoamérica en 
general, se ha basado hasta la fecha en un 
sistema de ejecución casi exclusivamente 
pública. Ha sido en los Estados Unidos don-
de este sistema tuvo un desarrollo sostenido 
e importante, habiéndose iniciado por esta 
vía de la ejecución privada más del 90% de 
los casos antitrust de dicho país en los últi-
mos años. (3)

Si bien en Europa se han presentado más 
casos durante los últimos años, el sistema 
todavía presenta ciertas inconsistencias pro-
pias de la diversidad de países y la cantidad 
de ordenamientos legales distintos aplicables 
en la materia.

A los fines de intentar eliminar dichas in-
consistencias, el pasado 26 de noviembre 
de 2014, la Unión Europea (en adelante, la 
“UE”) dictó la Directiva 2014/104/UE (la “Di-
rectiva”) (4) relativa a determinadas normas 
por las que se regirán las acciones por daños 
producidos por infracciones al derecho de 
la competencia de los Estados miembro (los 
“EE.MM.”) y de la UE. Esta norma entró en 
vigor el 25 de diciembre de 2014 y obliga a 
los EE.MM. a su incorporación, a más tardar, 
para fines de 2016.

Mediante la creación de un marco legal 
común para la UE, se intenta superar la in-
seguridad jurídica y los obstáculos que han 
desalentado las acciones privadas, tenien-
do como objeto nivelar el terreno para que 
las víctimas de infracciones a las normas 
de libre competencia (tales como carteles 
o el abuso de una posición dominante en 
el mercado) puedan reclamar indemniza-
ción. (5)

En Argentina se presentan dificultades 
que se constituyen en obstáculos insalvables 
para el damnificado al momento de intentar 
reclamar por estos daños, como ser, entre 
otros: i) la dificultad de producir la prueba 
que acredite la existencia del ilícito, ya que 
generalmente la prueba es compleja y está en 
manos de quien justamente cometió el ilícito, 
siendo de muy difícil acceso al damnificado; 
ii) los montos de los reclamos muchas veces 
son montos de baja cuantía que no justifican 
embarcarse en procesos judiciales costosos y 
extensos en el tiempo; y iii) los tiempos ex-
tensos en los que la autoridad de competen-
cia investiga y resuelve los casos que llegan a 
su conocimiento.

Algunas dificultades semejantes a las 
que hoy presenta la Argentina, como así 
también otras razones particulares de la 
región, motivaron que en Europa se esta-

blezca un régimen legal general aplicable a 
toda la UE, por medio del cual se intente 
dar una solución a estas principales difi-
cultades. El sistema adoptado en la UE se 
propone allanar el camino a los damnifi-
cados por estos ilícitos anticompetitivos, 
para que las acciones de indemnización de 
daños tengan un desarrollo mayor y más 
ordenado en la UE.

Considerando que algunas de las dificul-
tades que tiene nuestro régimen son simi-
lares a las de los sistemas europeos, bajo 
el presente realizaremos una brevísima 
descripción de los antecedentes y estado 
actual de la cuestión, para luego analizar 
comparativamente la solución que propone 
la Directiva a algunos de ellos y la que ofre-
ce actualmente el ordenamiento legal ar-
gentino. No será objeto del presente ahon-
dar en el análisis de las virtudes o defectos 
que pueda presentar la Directiva, sino que 
únicamente se hará referencia a los princi-
pales aspectos de la misma que considera-
mos tienen relevancia comparativa con el 
régimen argentino.

II. Breve descripción de los antecedentes y es-
tado de evolución de las acciones de daños 
antitrust

a. Antecedentes de los Estados Unidos y Eu-
ropa

Históricamente, este tipo de demandas ci-
viles de daños y perjuicios por ilícitos contra 
las normas de defensa de la competencia se 
han dado con mayor frecuencia en los Esta-
dos Unidos.

En dicho país es posible reclamar hasta 
el triple del daño sufrido (“treble damages”), 
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hacerlo mediante procesos de clase (o “class 
actions”) y obtener honorarios contingentes 
para los abogados intervinientes, siendo és-
tos importantes incentivos para la interposi-
ción y el desarrollo de estas acciones.

Contrariamente, en la UE ha primado un 
régimen de ejecución pública del Derecho de 
la Competencia por sobre el de las acciones 
privadas. La UE se ha basado mayormente 
en las investigaciones y sanciones impuestas 
por las respectivas autoridades de defensa 
de la competencia con una finalidad emi-
nentemente disuasoria. El desarrollo de las 
demandas civiles de daños ha sido lento en 
la UE (6), habiéndose limitado durante los 
últimos años principalmente a algunas ju-
risdicciones europeas como el Reino Unido, 
Alemania o los Países Bajos.

La aprobación de la Directiva tiene como 
principal objetivo revertir la situación actual 
en materia de indemnización de daños por 
ilícitos anticompetitivos, ya que, si bien ha 
habido avances en el desarrollo de la materia 
en los últimos años (7), la reparación de daños 
es una de las pocas áreas del Derecho de la 
Competencia que no han logrado un desarro-
llo sistemático doctrinario o jurisprudencial 
en la UE.

De acuerdo con el principio de efectividad, 
la Directiva ordena que los EE.MM. deberán 
velar por que todas las normas y los proce-
dimientos nacionales relativos al ejercicio de 
las acciones por daños se conciban y apliquen 
de forma que no hagan prácticamente impo-
sible o excesivamente difícil el ejercicio del 
derecho de la UE al pleno resarcimiento por 
los daños y perjuicios, ocasionados por una 
infracción al Derecho de la Competencia. (8)

En esta línea, la Directiva pretende armo-
nizar ciertas disparidades existentes entre 
los ordenamientos jurídicos de los distintos 
EE.MM. y optimizar la interacción entre la 

ejecución pública y privada del Derecho de 
la Competencia, mediante el establecimiento 
de reglas mínimas que permitan la interposi-
ción de acciones de daños en el conjunto de 
la UE.

La Directiva ha sido impulsada con mucho 
énfasis por la Comisión Europea, que la ha 
calificado como la iniciativa legal más impor-
tante de los últimos años. (9) Sin embargo, 
también ésta ha recibido críticas desde par-
te de autorizada doctrina. (10) Habrá que ver 
cómo se desarrollan los hechos en la realidad, 
para poder determinar cuál será el real im-
pacto de esta Directiva.

b. Antecedentes en la Argentina

En el ámbito local no sería descabellado 
afirmar que las acciones de indemnización y 
reparación de daños en materia de Defensa 
de la Competencia no han despegado aún.

Desde la sanción de la ley 25.156 de De-
fensa de la Competencia (en adelante, la 
“LDC”) (11) se han observado muy pocos ca-
sos en los que se persiga la responsabilidad 
civil contra autores de ilícitos anticompetiti-
vos. Si bien existieron algunos antecedentes 
jurisprudenciales que pudieron haber sido 
un indicio de que este tipo de acciones ten-
drían mayor lugar en nuestro país, la reali-
dad es que hasta la fecha muy poco ha suce-
dido en la materia.

El estado de evolución de la materia en 
nuestro país no es muy distinto al que pre-
sentaba la UE en el año 2004, cuando inicia-
ron allí el análisis profundo del estado de si-
tuación de la ejecución privada de las normas 
de defensa de la competencia que derivó, diez 
años después, en la Directiva recientemente 
publicada. En aquel entonces las conclusio-
nes presentadas por el estudio Ashurst (12) a 
la Comisión Europea concluían que en la UE 
existía un total “subdesarrollo” en la materia. 
Aquel diagnóstico no dista mucho de la situa-
ción actual en nuestro país, ya que desde la 
sanción de la LDC se han observado muy es-
casos casos en los que se persiga la responsa-
bilidad civil por daños antitrust. (13)

El “subdesarrollo” de la ejecución pri-
vada de las normas de libre competencia 
en nuestro país se debe, en gran medida, a 
que es necesario que se produzcan cambios 
significativos al sistema legal aplicable para 
que se creen las condiciones suficientes que 
permitan que las acciones de daños por ilíci-
tos anticompetitivos tengan en Argentina un 
marco razonable para su desarrollo.

Muchos de estos cambios son similares a 
los que han sido reclamados a lo largo de la 
UE y sobre los que, no libre de dificultades, 
se intenta revertir la situación a través de la 
Directiva.

III. Aspectos relevantes de la Directiva

Realizaremos a continuación un análisis 
de la Directiva, poniendo atención en sus 
capítulos relevantes y, más específicamente, 
reparando en aquellos temas puntuales que 
pudieren tener algún tipo de interés especial 
con relación al régimen legal argentino en 
materia de daños antitrust.

a. Pleno resarcimiento

1. Principio general

La Directiva comienza estableciendo como 
principio general que los EE.MM. de la UE 
deben garantizar que cualquier víctima de 
una infracción del Derecho de la Competen-
cia obtenga un “pleno resarcimiento” (14) del 
perjuicio sufrido.

Por pleno resarcimiento debe entenderse 
la “indemnización por el daño emergente y 
por el lucro cesante, así como el pago de los 
intereses devengados desde el momento en 
que se produjese el perjuicio”. (15)

El mismo principio aplica en el Derecho 
argentino. Es decir, el perjuicio sufrido so-
bre el patrimonio de la víctima como conse-
cuencia de un ilícito anticompetitivo esta-
ría conformado así por dos elementos: i) el 
daño emergente, que está constituido por la 
pérdida sufrida por la falta de ingreso de la 
prestación debida a su patrimonio; y ii) el 
lucro cesante, que correspondería a la ga-
nancia frustrada por el incumplimiento del 
infractor.

Conforme a nuestro Derecho, la indemni-
zación de daños por ilícitos anticompetitivos 
consistirá en la valuación en dinero de la 
totalidad del daño resarcible que el respon-
sable del ilícito deberá satisfacer a favor de 
la víctima. Con fundamento en el imperativo 
de justicia, el objetivo principal de esta in-
demnización consiste, entonces, en intentar 
remediar el desequilibrio causado al orden 
jurídico por parte del incumplimiento del in-
fractor y restablecer a la víctima en la situa-
ción patrimonial más próxima a la que debió 
haber tenido, de no mediar el hecho imputa-
do al responsable del acto contrario al orden 
de la libre competencia (función de equilibrio 
o nivelación).

Asimismo, para que el daño en cuestión sea 
resarcible, deberán darse los típicos requisi-
tos exigibles en materia de responsabilidad 
civil. Es decir que el daño deberá ser cierto 
(y no eventual), subsistir al momento en que 
se lo computa, personal de quien pretende la 
indemnización, afectar un interés legítimo del 
damnificado y estar en relación causal con el 
hecho imputado al responsable.

Cabe hacer hincapié que en el marco con-
currencial privado los daños deben ser nece-
sariamente antijurídicos, ya que muchos de 
los daños que se dan en el ámbito antitrust 
pueden ser lícitos. Es decir, pueden produ-
cirse daños por el normal funcionamiento de 
la libre competencia en el mercado que, en 
consecuencia, deberán ser soportados y no 
serían indemnizables.

2. A propósito de los daños punitivos

La Directiva prevé expresamente que 
el “pleno resarcimiento” no puede dar lu-
gar a un exceso de compensación, ya sea 
en forma de daño punitivo, indemnización 
múltiple u otros tipos de indemnizacio-
nes. (16)

Conforme al régimen jurídico argentino, 
la indemnización ha de ser principalmente 
resarcitoria. Hasta aquí, ambos sistemas 
revisten características y alcances muy si-
milares.

Sin embargo, y a contrario sensu de la so-
lución brindada por la Directiva en la UE, 
consideramos que nada obsta en nuestro 
régimen legal a que el damnificado por ilíci-
tos anticompetitivos peticione expresamen-
te ante el juez que se le imponga al infractor 
una sanción de la naturaleza de los daños 
punitivos (17) dispuestos bajo el art.  52 bis 
de la ley 24.240 de Defensa del Consumi-
dor. (18)

El instituto de los daños punitivos se pre-
senta en nuestro régimen legal como una he-
rramienta de indudable valor para reforzar 
la disuasión sobre potenciales infractores a 
la LDC, limitar los abusos de ciertas empre-
sas y, en especial, evitar las situaciones en las 
que pareciera ser más económico realizar el 
daño y luego indemnizarlo, antes que evitarlo 
directamente.

En este sentido, para la aplicación de esta 
herramienta en el contexto de acciones de 
daños por ilícitos anticompetitivos, creemos 
que habrá que acreditarse la conjunción de 
los tres elementos principales que exige el 
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art. 52 bis, ley 24.240 de Defensa del Consu-
midor; es decir, que exista: i) una relación de 
consumo, ii) un proveedor que incumple con 
su obligación legal o contractual, y iii) un 
consumidor damnificado. A la luz de estos 
tres elementos, y habiendo el damnificado 
reclamado previa y expresamente los daños 
punitivos, deberá el juez interviniente con-
siderar si se acoge favorablemente a dicha 
petición.

b. Plazo de prescripción

En la UE, los EE.MM. deberán establecer 
un plazo de prescripción para el ejercicio de 
estas acciones de al menos cinco años, con-
forme así lo dispone el apartado 3 del artículo 
10 de la Directiva.

Este plazo deberá empezar a contar desde 
el día en que el demandante tenga, o pueda 
esperarse razonablemente que haya tenido, 
conocimiento de que el demandado ha incu-
rrido en un ilícito antitrust que le ha causado 
un perjuicio.

Se establece, además, la obligación de 
suspender el plazo de prescripción durante 
el período en que esté en curso una inves-
tigación (relacionada con la infracción de 
la normativa antitrust que causó el perjui-
cio). El período de suspensión se prolonga-
rá, como mínimo, hasta un año después de 
quedar firme la resolución de la autoridad 
nacional.

En la práctica lo anterior podría tener el 
efecto de exponer a los infractores a un pe-
ríodo de tiempo sumamente largo durante el 
que podrían ser demandados.

En lo que respecta al plazo de prescripción 
analizado, nuestro sistema cuenta con un ré-
gimen legal similar al provisto por la Directi-
va en la materia.

En nuestro país, la responsabilidad por ilí-
citos anticompetitivos es de carácter princi-
palmente extracontractual. Sin perjuicio de 
ello, debe tenerse en cuenta que el plazo de 
prescripción de la acción aplicable no será el 
bianual dispuesto por el art. 4037, Cód. Civil 
(ni eventualmente tampoco el del art.  847, 
Cód. de Comercio). En estos casos, aplica el 
plazo de cinco años establecido en el art. 54, 
LDC, que rige para todas las acciones que na-
cen de la LDC, entre las que se encuentran 
las acciones civiles de daños y perjuicios por 
ilícitos antitrust. Se trata de una norma espe-
cial (i.e., LDC, art. 54) que predomina sobre 
otra norma civil general en la materia (i.e., 
Cód. Civil, art. 4037).

Sin embargo, y con carácter excepcional, 
cabe destacar aquí que en ciertos casos se ha 
aplicado la prescripción decenal cuando la 
víctima del daño producido como consecuen-
cia del ilícito concurrencial pudo acreditar 
que existió una relación contractual con el 
infractor. En este sentido, se resolvió en el 
caso “Auto Gas” (19), considerando que podía 

tenerse por acreditado el vínculo por otros 
medios, como ser facturas, remitos, cartas-
documento, entre otros, que generaron en 
la jueza una fundada convicción al respecto, 
conforme lo dispuesto por los arts. 1190 y ss., 
Cód. Civil.

Con respecto a la fecha que debe tomarse a 
los efectos del inicio del cómputo de la pres-
cripción, consideramos que pueden darse 
dos escenarios en el marco del derecho local, 
según haya habido o no resolución adminis-
trativa previa: i) si no hubiere resolución firme 
de la autoridad: si bien es principio acepta-
do que el cómputo de las prescripciones en 
materia extracontractual tienen inicio el día 
en que ocurrió el hecho ilícito, consideramos 
que cuando el damnificado ignora la existen-
cia del daño, la prescripción ha de computar-
se desde que tal extremo llega a conocimien-
to del damnificado (20); ii) si hubiere resolución 
firme de la autoridad: consideramos que, en 
este caso, el cómputo del plazo comenzará a 
correr desde que quede firme y ejecutoriada 
a) la resolución administrativa de la autori-
dad de competencia que resuelve la sanción o 
b) si correspondiere, la sentencia judicial que 
confirme dicha sanción.

c. Responsabilidad conjunta y solidaria

Conforme a lo dispuesto por el artículo 11 
de la Directiva, los EE.MM. deberán garan-
tizar que las empresas que hayan infringido 
el derecho de la competencia sean conjunta 
y solidariamente responsables del pago ínte-
gro de la indemnización.

A diferencia de nuestro sistema argentino, 
la Directiva prevé la aplicación en toda la UE 
de dos excepciones a la anterior regla gene-
ral:

* Una empresa que haya quedado eximi-
da del pago de la sanción en aplicación del 
programa de clemencia únicamente deberá 
responder por el daño causado a sus com-
pradores (directos o indirectos), cuando el 
demandante pueda acreditar que el pleno re-
sarcimiento no puede obtenerse de las demás 
empresas infractoras. Esta limitación no es 
aplicable bajo nuestro régimen legal, ya que 
a la fecha no existen en Argentina progra-
mas de clemencia en materia de defensa de 
la competencia.

* Las pequeñas y medianas empresas que 
no hayan liderado la conducta infractora, o 
coaccionado a otras empresas para que par-
ticipasen en ella, ni hayan sido previamente 
sancionadas por una infracción de la norma-
tiva antitrust, deberán responder únicamen-
te por el daño causado a sus compradores 
(directos o indirectos), siempre que: (i) su 
cuota de mercado hubiera sido inferior al 5% 
durante el período de la infracción y (ii)  la 
aplicación de la regla general antes citada 
pusiera irremediablemente en peligro su via-
bilidad económica. Esta limitación no está 
prevista expresamente bajo nuestro régimen 
legal.

Toda empresa infractora podrá reclamar 
de cualquier otra cuya participación en la 
conducta haya sido acreditada, mediante 
acción de regreso, una contribución para el 
pago de la indemnización cuyo importe de-
berá fijarse atendiendo a su responsabilidad 
relativa por el daño causado.

En la UE el importe de la contribución de 
una empresa beneficiaria de la exención en 
el pago de la multa bajo un programa de cle-
mencia no podrá exceder de la cuantía del 
perjuicio que haya ocasionado a sus propios 
compradores (directos o indirectos). Esta 
misma protección se extiende también a 
aquellas empresas infractoras que alcancen 
acuerdos transaccionales con los demandan-
tes.

d. Legitimación activa y la defensa del “pas-
sing-on”

La Directiva, en su artículo 12, recoge 
el criterio de la legitimación activa tanto 
al comprador directo como al comprador 
indirecto. (21) Este criterio había sido reco-
nocido en la UE bajo la sentencia del caso 
“Courage”. (22) Conforme a dicha senten-
cia, quedó establecido que a nivel europeo 
pueden reclamar daños tanto las empresas 
como cualesquiera otros terceros perjudica-
dos, sean éstos consumidores, usuarios, ac-
cionistas, inversores o quienes pudieren ver 
lesionados sus derechos por las conductas 
restrictivas.

La Directiva asume, por tanto, un criterio 
compensatorio: su objetivo es lograr que 
quienes hayan sufrido un perjuicio ocasio-
nado por una infracción de las normas de 
competencia sean indemnizados por la em-
presa o empresas que haya violado la nor-
mativa.

Entendemos que criterio similar al aplica-
ble en la UE es el aplicable en la Argentina. 
En este sentido, corresponderá el derecho 
a reparación de daños y perjuicios dispues-
to bajo el art. 51, LDC, tanto a las partes di-
rectamente afectadas por el ilícito anticom-
petitivo, como también a los competidores 
excluidos por acciones predatorias, tengan 
o no tengan éstos relación con el infractor, 
los consumidores que hubieren pagado so-
breprecios como consecuencia de un abuso 
de posición dominante u otros ilícitos anti-
competitivos, como también los empleados 
o proveedores de aquellos competidores ex-
cluidos.

En este sentido, cabe destacar la respon-
sabilidad civil aplicable tanto bajo el Derecho 
argentino como bajo el de la UE es más ex-
tensa que la de los Estados Unidos (23), donde 
únicamente los compradores directos tiene 
legitimación activa.

En lo que tiene relación a la defensa del 
“passing-on”, el artículo 13 de la Directiva, 
establece que los EE.MM. deberán garanti-
zar que el demandado pueda invocar que el 

sobrecoste por la conducta anticompetitiva 
ha sido repercutido “aguas-abajo” en el mer-
cado. Con ello se pretende impedir que los 
demandantes que hubiesen trasladado sus 
pérdidas a sus clientes obtengan una indem-
nización.

Corresponderá al demandado acreditar 
que el coste excesivo fue efectivamente 
trasladado por el demandante. Para ello, 
podrán exigir la exhibición de medios de 
prueba por parte del demandante o de ter-
ceros.

En nuestro país cualquier damnificado 
podrá reclamar daños, siguiendo un esque-
ma más similar al de la UE en este senti-
do. En esta línea, el fallo “Auto Gas” (24) 
también aporta algo de claridad respecto 
de la viabilidad de alegar el passing-on de-
fense en nuestro ámbito, resolviéndose en 
dicha causa hacer parcialmente lugar a la 
defensa presentada por YPF sobre esta 
cuestión. En particular, la jueza consideró 
que parte del daño reclamado por la actora 
no correspondía que le fuera indemnizado, 
ya que ésta había trasladado “aguas-abajo” 
parte del sobreprecio que le reclamaba a 
la demandada. Derivado de esto, y como 
contracara, consideramos que los compra-
dores indirectos (por ej., los consumidores 
finales) podrían reclamar por el excedente 
de la parte del daño no reconocido al com-
prador directo, es decir, la parte actora del 
caso “Auto Gas”.

e. Carácter de las resoluciones de las autori-
dades de competencia

El artículo 9 de la Directiva dispone que 
los EE.MM. velarán para que se considere 
que las resoluciones administrativas firmes 
dictadas por autoridades de defensa de la 
competencia o por órganos jurisdiccionales 
competentes se consideren irrefutables a 
los efectos de la acción de daños ejercitada 
dentro del mismo Estado nacional. (25) Las 
mismas resoluciones mencionadas, cuando 
fueran dictadas en otros EE.MM., posee-
rán ante los tribunales nacionales al menos 
prima facie fuerza probatoria de que se ha 
producido una infracción de la normativa de 
competencia.

Corresponde mencionar que en el ámbito 
local, contrariamente a lo dispuesto por la 
Directiva respecto de la fuerza irrefutable 
de dichas resoluciones dentro de cada EM, la 
LDC no otorga expresamente la misma fuer-
za a las resoluciones que dicte la autoridad de 
competencia.

Habría sido más conveniente que nuestro 
ordenamiento legal disponga que, en aquellos 
casos en los que la autoridad de competencia 
hubiere efectivamente conocido y resuelto 
en una causa relativa a ilícitos anticompeti-
tivos que fueran objeto de una acción civil, 

(19) Cfr. JNCom. Nº 14, Secretaría n. 27, 16/9/2009, 
“Auto Gas S.A. v. YPF S.A. y otro s/ordinario”, donde 
la jueza resuelve: “Al respecto, tratándose de una ac-
ción en la que se persigue el resarcimiento de los da-
ños y perjuicios provenientes del acuerdo que unió a 
las partes, resulta inaplicable el plazo de prescripción 
previsto por el art. 4037, CCiv., por no tratarse de un 
supuesto de responsabilidad extracontractual. Ya que 
la descripta hipótesis en que se sustenta la demanda 
cae en la órbita de la prescripción decenal común es-
tablecido por el art. 4023, CCiv., por tratarse entonces 
de un contrato atípico, carente de plazo prescriptivo 
específico”.

(20) Cfr. CNCiv., sala E, 25/10/1994, in re “Love-
ra Maruto v. Fernández, Alejandro”; CNCom., sala C, 
5/9/2006, in re “Chemlik Martinec, Andrés v. Firestone 
de Argentina”; íd., sala D, 18/8/2007, in re “Mattei, Ana 
María v. Banco de la Ciudad de Buenos Aires”; CNCiv., 

sala E, in re 15/12/2010, “Benítez, Elena C. v. Interacción 
A.R.T. S.A. s/ordinario”.

(21) Cabe destacar que en la UE algunos sistemas le-
gales nacionales contienen reglas restrictivas sobre le-
gitimación activa para acciones de daños relacionadas 
con la libre competencia. Es de esperar que los distin-
tos EE.MM. ajusten sus sistemas conforme lo dispuesto 
por la Directiva. En los sistemas legales continentales, 
la cuestión de daños anticompetitivos ha sido más o me-
nos clara en aquellas jurisdicciones que siguen el Código 
Civil francés (art. 1382), permitiendo un criterio más am-
plio con relación a quienes tendrían legitimación activa. 
Sin embargo, han existido ciertos problemas en países 
que siguen la doctrina alemana de Schutznorm, por la 
que las partes actoras que reclamen daños deberían per-
tenecer a un grupo de personas que el legislador preten-
de proteger. Por su parte, en otros países —como el caso 
notable de Italia— los tribunales han tenido dificultad 

para otorgar legitimación activa a ciertas personas, en 
particular consumidores, como consecuencia de la dis-
tinción entre derechos subjetivos (diritti soggettivi) e in-
tereses legítimos (interessi legitimi). De acuerdo con este 
último criterio, las normas de competencia únicamente 
protegerían a los últimos y los consumidores no podrían 
valerse de este ámbito de protección (criterio a su vez 
que hoy se encuentra discutido judicialmente en Italia).

(22) Cfr. “Courage Ltd. v. Crehan Bernard”, C-453/99, 
2001, ECR I-6297.

(23) Véase CABANELLAS DE LAS CUEVAS (h.), 
Guillermo, “Derecho...”, cit., t. II, p. 390.

(24) Cfr. “Auto Gas”, donde la jueza consideró lo in-
formado por la CNDC respecto de que los sobreprecios 
habían sido trasladados al precio final pagado por los 
consumidores (p. ej., los dañados por la conducta de YPF 
habrían sido los consumidores, principalmente, no los 
distribuidores de GLP). Basándose en el informe del pe-

rito contador, el juez resuelve aceptar el 30% del monto 
reclamado por la actora.

(25) A la fecha, los países cuyo sistema dispone el 
efecto vinculante para los jueces civiles de las resolu-
ciones de la autoridad de competencia son: Reino Unido 
(arts. 58A y 47A del UK Competition Act 1998), Alemania 
—art. 33.4. del GWB (i.e. Ley Alemana de Competen-
cia)—, Hungría —art. 88/B.6. de la Ley húngara de Com-
petencia—, Polonia (conforme lo dispuesto por la Corte 
Suprema de dicho país). Por el contrario, en ciertos paí-
ses de Europa existe todavía cierto rechazo a aceptar el 
efecto vinculante de las decisiones de la autoridad admi-
nistrativa, como, p. ej., España (sobre el particular, véase 
IBÁÑEZ COLOMO, Pablo, “A Spanish Court refuses to 
qualify a contract as a resale agreement and holds that 
the qualification given by ‘administrative bodies’ to simi-
lar agreements is not binding upon national Courts [Me-
lón/Repsol]”, e-Competitions, nro. 171, 7/7/2004).

{ NOTAS } 
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dichas resoluciones tengan una función deci-
didamente asimilable a la cosa juzgada, que 
puedan servirles de base a los jueces y a las 
partes del proceso (nos referimos aquí a las 
“follow-on actions” del derecho comparado). 
Esto, además de aligerar la carga de la prue-
ba de las víctimas, permitiría, además, que 
los procesos tramiten no ya por la vía ordi-
naria —como sucede actualmente—, sino de 
modo más expedito por la vía sumaria.

Sobre el particular, cabe destacar lo 
dispuesto por la jueza en el caso “Auto 
Gas” (26), ya mencionado aquí, que sostuvo 
que no analizaría las conductas anticompe-
titivas que se le imputaban a YPF, dado que 
ellas ya habían sido analizadas y sanciona-
das por la CNDC y ratificadas por la Corte 
Suprema. En consecuencia, consideró que 
el hecho ya se encontraba probado y que él 
se había llevado a cabo con dolo.

f. Procesos de clase

La Directiva no contempla la posibilidad 
de interponer demandas colectivas por da-
ños y perjuicios.

El primer antecedente formal de la Di-
rectiva, el Libro Verde de la Comisión Eu-
ropea de 2005, sostuvo que por razones 
prácticas era muy improbable, sino imposi-
ble, que consumidores y compradores con 
pequeñas reclamaciones interpongan una 
acción de daños y perjuicios por incumpli-
miento de la legislación de defensa de la 
competencia. Es por ello que sugirió que 
deberían buscarse las maneras en las que 
estos intereses puedan ser mejor protegi-
dos por acciones colectivas, ahorrando así 
tiempo y dinero.

Sin embargo, luego de realizadas las con-
sultas públicas del mencionado Libro Verde 
como de su posterior Libro Blanco de 2010, 
la reciente Directiva optó por no disponer 
nada sobre procesos de clase de aplicación 
específica a la política de competencia y, 
en cambio, la Comisión Europea adoptó un 
planteamiento horizontal que contempla 
propuestas comunes en materia de recur-
sos colectivos para todos los ámbitos polí-
ticos, entre ellos el de defensa de la com-
petencia, en los que a menudo se producen 
daños y perjuicios en los que es difícil para 
los consumidores y empresas medianas o 
pequeñas obtener un resarcimiento. (27) A 
pesar de tratarse de un documento no vin-
culante jurídicamente, se recomienda que 
los EE.MM. permitan bajo sus ordenamien-
tos jurídicos la posibilidad de iniciar accio-
nes colectivas de inclusión (“opt-in”) por 
vulneraciones del derecho de la UE.

Varios EE.MM. han aprobado reciente-
mente normas nacionales que posibilitan el 
ejercicio de acciones colectivas de daños y 
perjuicios por infracciones de la legislación 
de competencia. (28)

En nuestro país, la reforma constitucio-
nal de 1994 amplió el espectro de los suje-

tos legitimados para demandar, que tra-
dicionalmente se limitaba a aquellos que 
fueran titulares de un derecho subjetivo 
individual.

Luego, la Corte Suprema al pronunciar 
el fallo de autos “Halabi” (29) intentó cla-
rificar el alcance y aplicación de ciertas 
normas constitucionales, convocando al 
Poder Legislativo para que éste legisle ade-
cuadamente sobre la materia, en el mar-
co de las pautas establecidas en “Halabi”. 
De esta forma, la Corte clarificó el alcan-
ce del art.  43 de la Constitución Nacional, 
más precisamente el segundo párrafo de 
él (30), incorporando pretorianamente los 
procesos de clase en el ordenamiento legal 
argentino. Se convierte así “Halabi” en un 
claro punto de inflexión en lo que se refiere 
a sistemas procesales de protección de de-
rechos de incidencia colectiva, habiéndose 
ratificado sucesivamente su criterio en fa-
llos posteriores a “Halabi” y en la reciente 
Acordada 32/2014. (31)

Siguiendo la convocatoria de la Corte, 
consideramos que sería conveniente que 
se legisle específicamente sobre los proce-
sos colectivos, como lo han hecho también 
varios EE.MM. de la UE. El art.  14 (32) del 
Código Civil y Comercial, que entraría en 
vigencia a partir de agosto de 2015, única-
mente establece ciertas pautas genéricas y 
básicas al respecto.

Estos procesos pueden constituirse en 
una herramienta importante a los fines de 
permitir el desarrollo de las acciones de 
daños por ilícitos anticompetitivos, en es-
pecial en casos de baja cuantía, que no jus-
tifiquen el inicio de acciones individuales.

IV. Otras cuestiones reguladas bajo la Direc-
tiva

Hasta aquí hemos hecho referencia a las 
cuestiones que entendemos son más rele-
vantes a los efectos de su análisis con re-
lación al sistema legal argentino de daños 
por ilícitos anticompetitivos.

La Directiva contiene otros aspectos im-
portantes, que sin duda tendrán impacto 
en el régimen de daños antitrust a nivel de 
la UE, pero que entendemos tienen un me-
nor punto de conexión con la realidad ar-
gentina. Resumidamente, mencionaremos 
a continuación los más destacables.

a. Exhibición de medios de prueba

Este cambio propuesto por la Directiva 
significará un cambio sustancial para va-
rias jurisdicciones, incluso para aquellas 
que ya tienen un sistema amplio de exhi-
bición de pruebas previo al juicio (como el 
Reino Unido).

El trato que le han dado los distintos 
sistemas legales de la UE al alcance de la 
obligación de exhibir medios de prueba por 
parte de demandados o terceros ha sido un 
factor esencial de la popularidad de ciertas 
jurisdicciones (como por ejemplo, el Reino 
Unido), para quienes reclaman daños como 

consecuencia de incumplimientos a las nor-
mas antitrust.

Esto se debe a que los litigios antitrust 
presentan generalmente una gran asi-
metría de información y el alcance hasta 
donde el demandante puede requerir la 
exhibición de documentos relevantes del 
demandado es fundamental a los efectos 
de poder determinar la responsabilidad (en 
una acción “stand-alone”, es decir, sin ha-
ber sido todavía resuelta por la autoridad 
de competencia), la relación de causalidad 
y la cuantificación del daño (tanto en accio-
nes “stand-alone” como en las “follow-on”, 
es decir, las que son posteriores a la resolu-
ción de la autoridad de competencia).

El apartado 1º del artículo 5º de la Di-
rectiva concede a los tribunales nacionales 
la facultad de ordenar al demandado o un 
tercero la exhibición de medios de prueba 
relevantes. Sin embargo, tal facultad debe 
ser ejercida de manera proporcionada. La 
finalidad de este límite es evitar solicitu-
des genéricas (o “fishing expeditions”) al 
establecerse que los tribunales nacionales 
deberán “evitar la indagación de informa-
ción no específica que difícilmente sea de 
relevancia para las partes en el procedi-
miento”.

Además, los EE.MM. deberán también 
garantizar que los tribunales nacionales 
respeten la plena confidencialidad de aque-
lla información protegida por el secreto 
profesional bajo el derecho de cada EM y 
la UE (en particular, las comunicaciones 
entre abogado externo y su cliente), y que 
dispongan medidas eficaces para proteger 
la información confidencial. Únicamente 
podrá exigirse a una autoridad de compe-
tencia que facilite medios de prueba cuan-
do no resulte posible, de forma razonable, 
su obtención a través de una parte en el 
litigio o de un tercero.

b. Exhibición de medios de prueba conteni-
dos en el expediente de una autoridad de com-
petencia. Documentos protegidos

En relación con los documentos que for-
man parte de los expedientes tramitados 
por las autoridades de defensa de la com-
petencia la Directiva establece una regla 
general en su artículo 6, por la que los ór-
ganos jurisdiccionales nacionales podrán 
requerir a las autoridades de competencia 
que exhiban las pruebas contenidas en los 
expedientes de éstas, sólo cuando ninguna 
parte o ningún tercero sea capaz, en una 
medida razonable, de aportar dichas prue-
bas.

La Directiva hace también una distin-
ción entre aquellos que nunca podrán ser 
exhibidos (“Lista negra”), aquellos que 
únicamente podrán ser facilitados cuando 
se haya resuelto el procedimiento (“Lista 
gris”) y, finalmente, el resto de documentos 
(“Lista blanca”).

Tal distinción permite, por un lado, que 
una gran variedad de elementos de prue-
ba obrantes en los expedientes adminis-

trativos puedan ser exhibidos y, por otro, 
mantiene el atractivo de los programas de 
clemencia al limitar el riesgo de que de-
terminados documentos presentados en 
sede administrativa por un solicitante de 
clemencia puedan ser posteriormente uti-
lizados contra éste en el marco de litigios 
civiles de daños y perjuicios.

* La “lista negra”: Los tribunales nacio-
nales no podrán ordenar en ningún mo-
mento la exhibición de las declaraciones 
corporativas realizadas por los solicitantes 
de clemencia ni las solicitudes de termina-
ción convencional del expediente.

La Comisión Europea ha optado por 
eximir la exhibición de las declaraciones 
corporativas contenidas en una solicitud 
de clemencia con el fin de proteger a las 
empresas que puedan estar interesadas 
de cooperar con ella en la identificación de 
cárteles.

Mediante la prohibición absoluta, la Co-
misión Europea busca zanjar la incerti-
dumbre creada por el Tribunal de Justicia 
de la UE en su sentencia “Pfleiderer” (33), 
en la que declaró que, a falta de normati-
va comunitaria, deberían ser los tribunales 
nacionales los que, mediante un análisis 
caso por caso, decidan si otorgar o no acce-
so a los documentos aportados por el solici-
tante de clemencia.

* La “lista gris”: Una vez que la autoridad 
de competencia haya dictado resolución 
dando por terminado el procedimiento ad-
ministrativo, los tribunales nacionales po-
drán ordenar la exhibición de documentos 
tales como requerimientos de información 
y sus respectivas contestaciones, el pliego 
de cargos o las solicitudes de terminación 
convencional que hayan sido denegadas 
por la autoridad de competencia.

* La “lista blanca”: Los tribunales nacio-
nales podrán ordenar, en cualquier mo-
mento, la exhibición de aquellos documen-
tos que no se encuentren comprendidos en 
ninguna de las dos listas anteriores.

V. Conclusiones

La ejecución privada de las normas de 
competencia tal vez sea la única forma 
de compensar los daños producidos como 
consecuencia de conductas violatorias a las 
normas de competencia.

Hemos visto que el sistema de ejecución 
privada de las normas antitrust se encuen-
tra en un estado totalmente embrionario 
en Argentina. Para que el mismo logre 
desarrollarse, es importante crear las con-
diciones necesarias para que individuos y 
empresas víctimas de estos ilícitos tengan 
los incentivos suficientes para plantear 
este tipo de reclamos.

Ya nos hemos manifestado respecto a la 
relación entre la ejecución pública y priva-
da de las normas de competencia y cómo 
la ejecución privada juega un rol de disua-
sión importante en dicha relación. Para 

(26) Cfr. “Auto Gas”, consid. II, punto 1: “Para lo cual 
resulta necesario recordar que en lo concerniente al 
abuso de posición dominante, tal aspecto ha quedado 
definitivamente decidido. Ello en atención al dictamen 
de la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia 
que concluyó con la sanción impuesta a YPF S.A. por la 
Secretaría de Industria, Comercio y Minería mediante 
la res. 189/1999 (Anexo V de la demanda), que mereció 
total acogimiento por la sala B de la Cámara Nacional 
de Apelaciones en lo Penal Económico en el fallo del 
24/11/2000 (Anexo VI de la demanda) confirmado por 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación”.

(27) Comunicación de la Comisión Europea al Par-
lamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y 

Social Europeo y al Comité de las Regiones, “Hacia un 
nuevo marco horizontal europeo de recurso colectivo”, 
COM, 2013, 401 final.

(28) Por ejemplo, los casos del Reino Unido y Fran-
cia. En Francia, la nueva Ley de Defensa del Consumi-
dor (conocida como la Loi Hamon, publicada el 18 de 
marzo de 2014), incorporó un régimen legal específico 
de procesos colectivos de inclusión (es decir, “opt-in”). 
Por su parte, en el Reino Unido se espera que pronto 
sea aprobado el proyecto que se encuentra bajo trata-
miento en el Parlamento, por el que se introducirían 
procesos colectivos de exclusión (es decir, “opt-out”).

(29) Corte Sup., Fallos 332:111.¿
(30) Constitución Nacional de la Nación Argentina, 

artículo 43, segundo párrafo: “Podrán interponer esta 
acción contra cualquier forma de discriminación y en 
lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a 
la competencia, al usuario y al consumidor, así como 
a los derechos de incidencia colectiva en general, el 
afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que 
propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, 
la que determinará los requisitos y formas de su orga-
nización”.

(31) CS, “Cavalieri, Jorge y otro v. Swiss Medi-
cal S.A s/amparo”, 26/6/2012, Fallos 335:1080; Corte 
Sup., “PADEC v. Swiss Medical S.A s/nulidad de cláu-
sulas contractuales”, 21/8/2013, expediente Letra P, 
nro. 361, t. XLIII; causa M.1145 XLIX, “Municipalidad 

de Berazategui v. Cablevisión s/amparo”, 23/9/2014; 
Acordada 32/2014, que crea a nivel nacional el Regis-
tro Público de Procesos Colectivos radicados ante los 
tribunales del Poder Judicial de la Nación.

(32) Código Civil y Comercial de la Nación, artícu-
lo 14: “Derechos individuales y de incidencia colectiva. 
En este Código se reconocen: a) derechos individuales; 
b) derechos de incidencia colectiva. La ley no ampara 
el ejercicio abusivo de los derechos individuales cuan-
do pueda afectar gravemente al ambiente y a los dere-
chos de incidencia colectiva en general”.

(33) Asunto C-360/09.

{ NOTAS } 
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La Universidad Austral, ya instalada en el Campus de Pilar
Presentación

El inicio del año 2015 encuentra a la Universi-
dad Austral ya instalada definitivamente en el 
Campus de Pilar, a la vez que mantiene una sede 
en Buenos Aires. Por eso queremos aprovechar 
este Suplemento para contar la situación actual de 
la Universidad Austral, de su Facultad de Derecho 
y del Proyecto del Campus Universitario de Pilar. 
Agradecemos a La  Ley la excelente oportunidad 
que nos brinda de poder hacerlo por este medio.

1. Nuestra Universidad

La Universidad Austral es una institución de 
educación superior creada por la Asociación Ci-
vil de Estudios Superiores –ACES–, entidad civil 
sin fines de lucro. Comenzó sus actividades en 
1991 y actualmente promueve la investigación, 
imparte enseñanza de grado y posgrado, realiza 
programas de extensión y brinda atención sani-
taria desde su Hospital Universitario.

Esta casa de estudios se inserta en el siste-
ma universitario con una oferta diferenciada 
de alta calidad académica, que facilita a sus 
egresados sólidas oportunidades en el mercado 
laboral. También ofrece una adecuada propor-
ción de profesores con alta dedicación y título 
de doctor, requisito necesario para incremen-
tar la producción científica y la investigación.

Como Misión se propone servir a la sociedad a 
través de la búsqueda de la verdad, mediante el de-
sarrollo y la transmisión del conocimiento, la for-
mación en las virtudes y la atención de cada per-
sona según su destino trascendente, ejerciendo un 
liderazgo intelectual, profesional, social y público.

2. La Universidad hoy

¿Cuántas unidades integran la Universidad?

- Cinco Facultades: Derecho (con su recien-
temente creada Escuela de Gobierno, Ciencia 
Política y Relaciones Internacionales); Comuni-
cación, Ciencias Empresariales, Ingeniería y 
Ciencias Biomédicas, con sus tres escuelas de 
Medicina, Enfermería y Psicología.

- El IAE Business School.

- Una escuela y dos institutos: Escuela de 
Educación, Instituto de Ciencias para la Familia 
y el Instituto de Filosofía. 

- Hospital Universitario Austral.

- Un Parque Científico, Tecnológico y Em-
presarial, destinado a la radicación de empresas 

dedicadas al desarrollo científico y tecnológico 
de modo tal de facilitar su interacción con las 
distintas unidades académicas que conforman 
la Universidad Austral. Actualmente existen 19 
empresas radicadas.

Algunos números

La Universidad Austral cuenta actualmente 
con un total de 5170 alumnos, 3256 en carreras 
de grado y pre grado y 1914 alumnos de posgra-
do (1). El total histórico de la Universidad desde 
sus inicios y hasta el año 2014 es de 11.622 gra-
duados. 

La oferta académica de la Universidad Aus-
tral incluye en la actualidad un total de 50 ca-
rreras: 1 de pregrado, 15 carreras de grado y 34 
carreras de posgrado (14 especializaciones, 16 
maestrías y 4 doctorados). 

En el año 2014, se inició el dictado de la carre-
ra de Psicología y este año han comenzado las 
carreras de Ciencia Política y Relaciones Inter-
nacionales.

En cuanto al cuerpo de profesores, 568 con-
formaron el claustro académico, que sumados 
a los 385 docentes auxiliares representan un 
total de 953 profesores. De ellos, 195 tienen 
dedicación exclusiva a la Universidad, hecho 
inédito en el sistema universitario argentino de 
gestión privada. Cabe mencionar que 38 profe-
sores se desempeñan como investigadores (20) 
o becarios (18) del CONICET, con sede en la 
Universidad Austral. El número de publicacio-
nes de los últimos 5 años (libros, capítulos de li-
bro y artículos científicos) asciende a 450. En el 
año 2012 se realizaron más de 300 participacio-
nes en congresos científicos. Además seis pro-
fesores titulares son miembros de Academias 
Nacionales y de otros países (Dr. Pedro Barcia, 
Dr. Alfonso Santiago, Dr. Patricio McLean, Dr. 
Rodolfo Vigo, Dr. Juan Llach y Dra. Paola del 
Bosco).

3. Sedes

La Universidad Austral desarrolla su activi-
dad en 3 sedes: el Campus de Pilar, la sede de 
Buenos Aires y la sede de Rosario. En el Cam-
pus de Pilar se encuentran ubicadas todas sus 
Facultades, el IAE -una Escuela de Negocios, 
líder en Latinoamérica-, el Hospital Universi-
tario Austral y el Parque Austral. En la sede de 
Buenos Aires (Centro Argentino de Ingenie-
ros, Cerrito 1250) se dictan algunas carreras 
de posgrado y se desarrollan actividades de 
extensión, mientras que en la sede de Rosario 
se llevan a cabo las actividades de la Facultad 
de Ciencias Empresariales, y también funcio-
na como sucursal para programas de distintas 
unidades académicas.

Sede de Cerrito 1250, en Capital Federal

Frente del edificio Profesores de la Escuela  
de Negocios en Pilar

El Parque Austral

El Parque Austral es el primer Parque Cien-
tífico, Tecnológico y Empresarial de su tipo en 
Argentina que no sólo ofrece espacios para ra-
dicación de empresas sino también un ámbito 
de sinergias entre los sectores empresario, aca-
démico, científico y tecnológico. Durante el año 
2014, diez compañías de capitales nacionales y 
multinacionales y dos instituciones educativas 
desarrollaron sus actividades en el Parque, em-
pleando a 200 profesionales altamente califica-
dos. Dos de ellas ejecutaron obras para incre-
mentar la cantidad de espacios disponibles. El 
Parque se creó en 2008, dispone de 27 hectáreas 
y posee 19 empresas radicadas. 

Vista área del Parque Austral

4. Última edición del Ranking QS

En Rankings internacionales

En mayo de 2014 se publicó el QS Latin Ame-
rican University y en septiembre, la edición 
mundial, el QS World University. Estos ran-
kings otorgan a la Universidad Austral el si-
guiente posicionamiento:

En Argentina

En ambos rankings (regional y mundial)  la 
Universidad Austral se ubica como la primera 
universidad privada de la Argentina y la segun-
da en general, a continuación de la Universidad 
de Buenos Aires. Además, en el ranking regional 
es la primera en el impacto de la investigación y 
en la relación alumno-profesor. Y en el ranking 
mundial es la primera privada de Argentina en 
reputación académica.

En América Latina

La Universidad Austral es la cuarta universi-
dad privada de la región y está entre las diez pri-
meras universidades de Latinoamérica, según el 
ranking mundial.

En el mundo

En el ranking mundial de las 50 mejores fun-
dadas en los últimos 50 años (QS Top 50 Under 
50) está ubicada entre las treinta primeras uni-
versidades del mundo y número dos de Latino-
américa.

Por su parte, tanto el IAE como el Hospital 
Universitario Austral se posicionaron como 
primeros de la Argentina en sus respectivas 
categorías del ranking de América Economía, 
consolidando su liderazgo tanto en nuestro país 
como en Latinoamérica. 

5. Oferta académica de grado y posgrado por unidad académica

Unidad Académica Nombre de la carrera

Facultad de Derecho

Carreras de grado
Abogacía
Licenciatura en Ciencias Políticas 
Licenciatura en Relaciones Internacionales 

Carreras de posgrado
Especialización en Derecho Penal
Especialización en Derecho Tributario
Maestría en Derecho Empresario
Maestría en Derecho Penal
Maestría en Magistratura y Derecho Judicial
Maestría en Propiedad Intelectual
Maestría en Derecho Administrativo
Maestría en Derecho Tributario
Maestría en Derecho
Doctorado en Derecho

Facultad en Ciencias Biomédicas

Carreras de pregrado
Enfermero Profesional (Título intermedio de la 
Licenciatura en Enfermería)

Carreras de grado
Licenciatura en Enfermería
Medicina
Licenciatura en Psicología
Licenciatura en Enfermería (Ciclo de 
Licenciatura)

(1) Estadísticas Universidad Austral 2014, Informe 
Dirección de Calidad Institucional.
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Unidad Académica Nombre de la carrera

Facultad en Ciencias Biomédicas
(Continuación)

Carreras de posgrado
Especialización en Enfermería Neonatal
Especialización en Tocoginecología
Especialización en Ortopedia y Traumatología
Especialización en Terapia Intensiva 
Especialización en Cardiología 
Especialización en Dermatología 
Especialización en Gestión y Dirección de 
Instituciones de Salud
Especialización en Clínica Médica
Especialización en Pediatría
Especialización en Cirugía General
Especialización en Enfermería Oncológica
Maestría en Mecánica Vascular e Hipertensión 
Arterial
Maestría en Fisiopatología, Bioquímica y 
Clínica Endocrinológica
Maestría en Investigaciones Clínicas y 
Farmacológicas
Doctorado en Ciencias Biomédicas

Facultad de Comunicación

Carreras de grado
Licenciatura en Comunicación Social

Carreras de posgrado
Maestría en Gestión de la Comunicación en las 
Organizaciones
Maestría en Gestión de Contenidos
Doctorado en Comunicación

Facultad de Ingeniería

Carreras de pregrado
Tecnicatura en Programación
Programador Universitario (título intermedio 
de la carrera de Ingeniería en Informática)

Carreras de grado
Ingeniería Industrial
Ingeniería en Informática

Carreras de posgrado
Especialización en Planificación y Gestión de 
las Tecnologías de la Información
Especialización en Ingeniería y Gestión del 
Mantenimiento
Maestría en Explotación de Datos y Gestión del 
Conocimiento
Maestría en Gestión de Operaciones

Facultad de Ciencias Empresariales

Carreras de grado
Licenciatura en Ciencias Empresariales
Contador Público
Licenciatura en Agronegocios

Carreras de posgrado
Maestría en Agronegocios

IAE - Escuela de Negocios

Carreras de posgrado
Maestría en Dirección de Empresas y Negocios 
(EMBA)
Maestría en Dirección de Empresas (MBA)
Doctorado en Dirección de Empresas 

Instituto de Ciencias para la Familia

Carreras de pregrado
Tecnicatura en Orientación Familiar

Carreras de grado
Licenciatura en Ciencias para la Familia (ciclo 
de Licenciatura)

Escuela de Educación

Carreras de grado
Licenciatura en Organización y Gestión 
Educativa (ciclo de Licenciatura)
Profesorado Universitario para nivel 
Secundario y Superior (ciclo de Profesorado)

Carreras de posgrado
Especialización en Dirección de Instituciones 
Educativas
Maestría en Dirección de Instituciones 
Educativas.

6. El proyecto Campus en Pilar

La Universidad Austral viene desarrollando desde el año 1998 su proyecto de Campus 
Universitario en Pilar, a cincuenta kilómetros de la Ciudad de Buenos Aires. A partir del 
año 2014 todas sus unidades académicas funcionan en el Campus, manteniendo también 
una sede en el centro de la Ciudad de Buenos Aires.

El desarrollo de este proyecto incluye varias etapas, las que se han ido concretando a lo 
largo del tiempo. 

En el siguiente esquema se muestran los principales hitos del Proyecto Campus:

Etapa I (1998) - Proyecto: IAE
- Estado: completada

Etapa II (2000)
- Proyecto: CAS (Centro Académico de Salud) que incluye Facultad de Ciencias 

Biomédicas y Hospital Universitario Austral.
- Estado: completada

Etapa III (2007) - Proyecto: Parque Austral, Científico y Tecnológico.
- Estado: completada

Etapa IV (2013) - Proyecto: Inicio de todas las carreras de grado en el Campus de Pilar
- Estado: completada

Etapa V (2014)
- Proyecto: Traslado de todas las unidades académicas a Pilar, manteniendo 

una sede para actividades en CABA.
- Estado: Completada.

7. El Hospital Universitario Austral

El Hospital Universitario Austral abrió 
sus puertas en el año 2000. Integra junto 
con la Facultad de Ciencias Biomédicas y 
Austral Salud (pre prepaga del Hospital), 
el Centro Académico de Salud orientado a 
realizar coordinadamente investigación, do-
cencia y asistencia médica.

Cuenta actualmente con 150 camas de 
internación y atiende en sus consultorios 
externos todas las especialidades médicas, 
según puede verse en su página web.

Desde su inicio hasta la actualidad el Hos-
pital Universitario Austral evidencia un 
significativo crecimiento en las principales 
actividades registradas. En el transcurso 
del año 2013 se efectuaron 612.000 consul-
tas médicas ambulatorias y de guardia. Has-
ta el año 2014, se registraron 466.000 his-
torias clínicas con un promedio de 40.000 
historias nuevas por año. El promedio de 
trasplantes de alta complejidad ha sido de 
140 en los últimos años. El nivel de interna-
ción se mantuvo al máximo de la capacidad, 
superando el 90%. El promedio de cirugías 
anuales es de 14.000 y el de partos de 2200.

En cuanto a recursos humanos, trabajan 
en el Hospital Universitario Austral 2351 
personas, entre médicos, enfermeras, per-
sonal de servicio y directivo.

A través de sus proyectos Fundación Pro-
Salud, Unidad Pediátrica Móvil y Posta Sa-
nitaria Pilar (esta última, con la dirección de 
la Facultad de Ciencias Biomédicas), el Hos-

pital Universitario Austral hace accesible 
sus servicios a personas de escasos recursos 
de su área de influencia y de todo el país.

Por último, el Hospital Universitario Aus-
tral se ubica en el puesto número 3 del único 
ranking de los mejores hospitales y clínicas 
de Latinoamérica, elaborado por la revis-
ta internacional América Economía. Por 
quinto año consecutivo la revista América 
Economía invitó a 190 entidades de salud 
de Latinoamérica a participar del ranking 
de los mejores hospitales y clínicas de la re-
gión. Hasta el momento, es el único ranking 
que mide la calidad de los centros de salud 
de América Latina. Como publica la revista 
América Economía, en parte, dicho creci-
miento se debió a la reciente acreditación 
que obtuvo el Hospital como “Centro Aca-
démico de Salud”, otorgado por Joint Com-
mission International. Entre las categorías 
donde más se destacó el HUA son: Seguri-
dad y dignidad del paciente, capital humano, 
Gestión del Conocimiento, prestigio e índice 
de calidad.

Frente del Hospital Universitario Austral

8. La historia de la Universidad Austral a través de sus grandes hitos

A continuación se presenta un cuadro que muestra esquemáticamente los grandes hitos 
de la Universidad Austral. 

Año Grandes hitos
1991 - El Ministerio de Educación otorga la autorización provisoria para el funcionamiento de la 

Universidad Austral. 
- Nace la Facultad de Ciencias Empresariales en Rosario. Comienza la Licenciatura en Cien-

cias Empresariales. 
- El Instituto de Altos Estudios Empresariales IAE, creado en 1978, se convierte en la escuela 

de negocios de la Universidad Austral y comienza a dictar, junto a sus programas ejecutivos, 
la Maestría Profesional en Dirección de Empresas que actualmente es la Maestría en Direc-
ción de Empresas y Negocios (EMBA). 

- Se crea la Maestría en Derecho Administrativo en el ámbito del Instituto de Derecho y Cien-
cias Sociales, que en 1995 se transforma en la Facultad de Derecho.

1992 - Nace la Facultad de Ciencias de la Información (luego Facultad de Comunicación), con la 
Licenciatura en Ciencias de la Información.

- Comienza el dictado de la Maestría en Derecho Empresario.
- Adquisición del edificio de la ex sede central de la Universidad, en la Av. Juan de Garay.
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Año Grandes hitos
1994 - Nace la Facultad de Ingeniería, con el dictado de las carreras de Ingeniería Industrial y de 

Ingeniería en Informática.
- Se crea el Instituto de Ciencias para la Familia (inicialmente Instituto de Ciencias para el 

Matrimonio y la Familia).
- Comienza en Rosario la Maestría en Asesoramiento Jurídico de Empresas.

1995 - Nace la Facultad de Derecho con el comienzo de la carrera de Abogacía. 
1996 - Comienza el primer proceso de Autoevaluación Institucional de la Universidad Austral en 

vistas a la obtención del reconocimiento definitivo.
- Nace la Facultad de Ciencias Biomédicas con sus dos Escuelas: Medicina y Enfermería, en 

las que se dictan las carreras de Medicina y la Licenciatura en Enfermería, respectivamente.
- Gracias al aporte de la Fundación Pérez Companc se recibe en donación el terreno de 97 

hectáreas del Campus de Pilar. 
1997 - Comienza el dictado del Doctorado en Ciencias de la Información.

- Comienza la construcción de la sede del IAE en Pilar.
- Finaliza el primer proceso de Autoevaluación Institucional.

1998 - Comienza el dictado del Doctorado en Derecho. 
- Se inaugura el Campus de la Universidad en Pilar donde se instala en una primera instancia 

el IAE, la Escuela de Negocios de la Universidad.
- Se inicia en el IAE la Maestría en Dirección de Empresas a tiempo completo (MBA).

1999 - Se crea la Escuela de Educación y comienza el dictado de la Licenciatura en Organización y 
Gestión Educativa (ciclo de licenciatura).

- La Facultad de Derecho inicia la Especialización en Derecho Tributario.
- Comienza la Maestría en Gestión de la Comunicación de las Organizaciones.
- Traslado de la Facultad de Ciencias Biomédicas al Campus de Pilar.

2000 - Apertura del Hospital Universitario Austral, en el Campus de Pilar.
- Comienzo del Doctorado en Ciencias Biomédicas.
- La Facultad de Derecho comienza el dictado de las Especializaciones en Derecho de la Regu-

lación de Servicios Públicos y en Derecho Penal.
- Comienza la Maestría en Magistratura y Derecho Judicial (originariamente Maestría en De-

recho y Magistratura Judicial).
- La Facultad de Ciencias Empresariales comienza el dictado de la carrera de Contador Públi-

co en la sede Rosario.
- La CONEAU realiza la Evaluación Externa de la Universidad Austral.

2002 - La Universidad Austral obtiene su reconocimiento definitivo mediante Decreto del Poder 
Ejecutivo Nacional Nº 300/02.

- Comienza el dictado de la Maestría en Administración de Empresas, en la Facultad de Cien-
cias Empresariales, en Rosario.

2003 - En una Ceremonia presidida por el Rector Honorario de la Universidad Austral, Monseñor 
Javier Echevarría, prelado del Opus Dei, recibieron el título de Doctor Honoris Causa de la 
Universidad los profesores: Ignacio Angelelli (Filosofía), Tomas Hökfelt (Medicina) y Alfonso 
Nieto (Comunicación).

2004 - La Facultad de Ciencias Biomédicas comienza la Maestría en Investigaciones Clínicas y Far-
macológicas.

2005 - La Facultad de Ciencias Biomédicas comienza el dictado de la Especialización en Enfermería 
Neonatal, en el marco de la Escuela de Enfermería.

2006 - Apertura del Campo Deportivo de la Universidad Austral en Pilar.
- La Facultad de Ingeniería comienza su primera carrera de Posgrado: Maestría en Explota-

ción de Datos y Gestión del Conocimiento.
- La Facultad de Ciencias Biomédicas comienza el dictado de la Especialización en Gestión y 

Dirección de Instituciones de Salud.
- El Instituto de Ciencias para la Familia comienza a dictar la Tecnicatura en Orientación Fa-

miliar.
2007 - Comienza el dictado de la Maestría en Agronegocios (Facultad de Ciencias Empresariales).

- Inauguración del Parque Austral, Científico, Tecnológico y Empresarial, en el Campus de 
Pilar.

- Se inicia el dictado de las carreras de Licenciatura en Ciencias Empresariales y Contador 
Público en la sede de Buenos Aires.

- La Facultad de Ciencias Biomédicas comienza las Maestrías en Fisiopatología, Bioquímica y 
Clínica Endocrinológica y en Mecánica Vascular e Hipertensión Arterial.

2008 - Conclusión del edificio insignia del Parque Austral para la instalación de la primera empresa.
- Comienza el dictado de la Maestría en Propiedad Intelectual, de la Facultad de Derecho.
- Se crea el Instituto de Filosofía cuyo principal objetivo es promover las investigaciones inter-

disciplinares entre los profesores del claustro.
- Se pone en marcha Austral Salud.
- La Facultad de Ciencias Biomédicas comienza el dictado de las siguientes especializaciones 

vinculadas a residencias médicas: Especialización en Ortopedia y Traumatología, Especiali-
zación en Dermatología, Especialización en Medicina Interna, Especialización en Pediatría y 
Especialización en Cirugía general.

2009 - Inauguración del Laboratorio de Metrología de la Facultad de Ingeniería de la Universidad 
Austral. 

- La Facultad de Comunicación comienza el dictado de la Maestría en Gestión de Contenidos.
2010 - Comienza el segundo proceso de Autoevaluación Institucional.

- Comienza la Licenciatura en Enfermería (ciclo de Licenciatura).
- La Escuela de Educación comienza el dictado de la Licenciatura en Organización y Gestión 

Educativa (ciclo de Licenciatura) en la sede Rosario y del Profesorado Universitario para 
nivel secundario y superior (ciclo de profesorado) en la sede Buenos Aires.

2011 - La Facultad de Derecho comienza la Maestría en Derecho (LLM) y la Maestría en Derecho 
Penal.

- La Universidad Austral se convierte en la primera institución educativa en la Argentina en 
implementar el sistema de gestión SAP.

- La Facultad de Ingeniería inaugura el Laboratorio de Mecatrónica en Pilar.
- Se adopta la decisión de comenzar a partir de 2013 el dictado de todas las carreras de grado 

en el Campus de Pilar.
- La Facultad de Ingeniería comienza el dictado de la Especialización en Planificación y Ges-

tión de las Tecnologías de la Información y de la Especialización en Ingeniería y Gestión del 
Mantenimiento.

- Comienza el dictado de la Especialización en Dirección de Instituciones Educativas.

Año Grandes hitos
2012 - Comienzo de las obras del nuevo edificio del Campus en Pilar.

- Comienza la Maestría en Derecho Tributario. 
- Se otorgó el título de Doctor Honoris Causa de la Universidad a los profesores: Dr. Jesús Prie-

to Valtueña (Medicina) y Dr. Jesús-María Silva Sánchez (Derecho).
- Finaliza el segundo proceso de Autoevaluación Institucional y se elaboran los Objetivos de 

Mejora Institucional (OMI).
- Comienza el dictado de la Maestría en Gestión de Operaciones.
- Comienza el Doctorado en Dirección de Empresas en el IAE.
- Comienza el dictado de la Licenciatura en Ciencias de la Familia (ciclo de licenciatura).

2013 - Traslado completo de la facultad de Ingeniería al Campus de Pilar e inicio de todas las carre-
ras de grado en Pilar.

- El Hospital Universitario Austral obtiene la certificación de la Joint Commission International.
- Acreditación de la Carrera de Psicología.
- Comienza el dictado de la Maestría en Dirección de Instituciones Educativas.
- La CONEAU realiza la evaluación externa de la Universidad, finalizando el segundo proceso 

de Autoevaluación Institucional.
2014 - Traslado de todas las unidades académicas a Pilar y apertura de la nueva sede en Buenos Ai-

res.
- Inicio de la Carrera de Psicología.
- Creación de la Escuela de Política, Gobierno y Relaciones Internacionales.

9.  La nueva Escuela de Política, Gobierno y 
Relaciones Internacionales de la Universidad 
Austral

La Facultad de Derecho ha creado, en 
diciembre de 2014, la Escuela de Política, 
Gobierno y Relaciones Internacionales, en 
cuyo ámbito funcionarán las nuevas carre-
ras de Ciencia Política y Relaciones Interna-
cionales.

Su misión es contribuir decisivamente a la 
mejora de la calidad institucional y de la ges-
tión pública y social de nuestro país y de la 
región, mediante la realización de activida-
des de investigación, docencia, formación de 
personas y transferencia, vinculadas con las 
políticas públicas y a una adecuada inser-
ción de nuestro país en el escenario global.

Tendrá cuatro funciones esenciales: 

- Investigación:

1. Desarrollar proyectos de investigación so-
bre la fundamentación de las instituciones polí-
ticas en el marco del Estado Constitucional de 
Derecho (calidad institucional) y acerca de las 
políticas públicas eficientes (calidad de gestión), 
prestando particular atención a las experiencias 
exitosas que se hayan desarrollado en nuestro 
país y en el extranjero. 

2. Estudio del escenario internacional y de sus 
principales tendencias, para proponer una ade-
cuada inserción de nuestro país en el mundo y 
el aprovechamiento de las oportunidades que se 
presentan.

3. Producir el material de estudio que se em-
pleará en los distintos cursos y programas de 
docencia.

4. Aprovechar sinérgicamente el acervo de 
investigaciones realizadas y a realizar en las dis-
tintas unidades académicas de la Universidad 
para su traducción en propuestas de políticas 
públicas a implementar en los distintos niveles 
de gobierno. 

- Docencia

La Escuela de Política, Gobierno y Relaciones 
Internacionales ofrecerá la siguiente oferta de 
carreras y programas:

1. Dos carreras de grado: Ciencias Políticas y 
Relaciones Internacionales, a partir de marzo 
de 2015. 

2. La Maestría de Políticas Públicas (MPP), 
cuyo proyecto se desarrollará a lo largo del año 
2015 y que se estima poder iniciar a partir del 
año 2017. 

3. Cursos y programas sobre las distintas po-
líticas públicas sectoriales, diseñados a medida y 
orientados a la formación de los distintos actores 
del ámbito público: Dirigentes de los distintos 

niveles de gobierno, funcionarios públicos, políti-
cos, legisladores, directivos ONG, jóvenes y pro-
fesionales con vocación e interés por lo público. 

En todos estos programas se utilizará una 
metodología de enseñanza que combina aspec-
tos teóricos con el estudio de ejemplos de polí-
ticas públicas exitosas y de buenas prácticas de 
gobierno, llevadas a cabo en distintos países y 
niveles de gobierno.

- Formación de personas

Se ofrecerá a los alumnos de los distintos 
programas una formación personalista (basada 
en una concepción amplia e integral de la per-
sona humana), personalizada (generación de 
un vínculo personal con cada estudiante) y per-
sonalizante (ayudar a descubrir los talentos de 
cada alumno y potenciarlos y desarrollarlos al 
máximo grado posible), inspirada en los valores 
humanos y cristianos contenidos en el ideario de 
la Universidad.

Consideramos que la formación de nuestros 
alumnos basada en profundas y fundadas con-
vicciones éticas resulta esencial de cara a la 
misión de transformación de la sociedad que se 
propone la Escuela.

- Transferencia

La Escuela, junto a actividades de investi-
gación y docencia, ofrecerá algunos servicios 
concretos a instituciones públicas y privadas 
de cara a la mejora de la gestión de lo público: 
Consultorías, investigaciones aplicadas, capaci-
taciones específicas y elaboración de proyectos 
de políticas públicas. 

Autoridades:

Director de la Escuela: Académico Dr. Al-
fonso Santiago.

Directora Ejecutiva de las carreras de 
Ciencia Política y Relaciones Internaciona-
les: Lic. Ángeles Rodríguez.

Directora de Programas Especiales: Lic. 
Josefina Michelini.

Consejo Académico:

- Embajador Emilio Cárdenas

- Embajador Rogelio Pfirter

- Dra. Virginia Gamba

- Dr. Joaquín Migliore

- Dra. Frida Armas

- Dr. Mario Riorda

- Dr. Adalberto Rodríguez Giavarini

- Lic. Ricardo Lagorio.
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10. Entrevista al Director de la Escuela de 
Gobierno, Dr. Alfonso Santiago: “Formar 
líderes con valores”

¿Por qué una Escuela de Gobierno en la 
Universidad Austral?

El progresivo despliegue del proyecto de la Uni-
versidad Austral a través del tiempo reclama que 
ella se ocupe de todos los ámbitos de actuación de 
las personas y de la sociedad. Por eso, es lógico 
y necesario que ella preste una especial atención 
a la actividad política, que tiene una importancia 
decisiva en la configuración de la existencia de 
cada persona y de la comunidad política.

¿Cuál dirías que será el objetivo principal 
de la Escuela?

La misión de la Escuela de Política, Gobierno y 
Relaciones Internacionales (EG) es contribuir de-
cisivamente a la mejora de la calidad institucional 
y de gestión de los distintos niveles de gobierno 
de nuestro país y de la región, mediante la reali-
zación en esas áreas de las funciones de investi-
gación, docencia, formación de personas y trans-
ferencia que son propia de nuestra Universidad. 
Todo ello inspirado en los valores y principios que 
definen el ideario de la Universidad Austral.

¿Qué proyectos académicos prevés para 
el EG?

Además de los proyectos y líneas de investiga-
ción que se están poniendo en marcha en todo el 
ámbito de las políticas públicas sectoriales, la EG 
ofrecerá a partir de marzo de 2015 dos carreras 
de grado, las licenciaturas en Ciencia Política y 
Relaciones Internacionales; una Maestría en Po-
líticas Públicas (MPP), que se encuentra en fase 
de elaboración y que esperamos poder ofrecer 
a partir del año 2017; y un buen número de Pro-
gramas de Políticas Públicas (PPP) que hemos 
comenzado a dictar en distintas provincias de 
nuestro país. Prevemos además la realización de 
muchos Seminarios, Diplomaturas y Jornadas en 
temas tales como: la Transparencia y el Gobierno 
Abierto, la Problemática Electoral, la Innovación 
Democrática y el análisis de los recientes conve-
nios suscriptos con China, entre otros temas.

¿Qué desean ofrecerle al futuro alumno?

Queremos ofrecerles la posibilidad de enrique-
cer profundamente sus biografías, contribuyendo 
a formar sus convicciones éticas y a brindarles 
los elementos técnicos que les permitan aportar 
decisivamente al logro del bien común de nues-
tro país y de la región. Formando líderes políticos 
con valores puede ser la síntesis de nuestra pro-
puesta y oferta para nuestros alumnos.

¿Tendrán centros de investigación? ¿Cuá-
les?

La EG quiere aprovechar todo el conoci-
miento experto que ya se genera en los dis-
tintos ámbitos de la Universidad y que puede 
aportar mucho al diseño y a la formulación de 

las políticas públicas: la Escuela de Educación 
en materia de políticas educativas; la FCB y el 
CEGES (Centro de Estudios Interdisciplinarios 
en Gestión y Economía de la Salud) en el ámbito 
de las políticas de salud; el Centro de Agrone-
gocios de la FCE en materia de las políticas de 
ese sector, tan clave de la economía argentina; 
el IAE en todo lo que tenga que ver con la ar-
ticulación público-privado y con las actividades 
que realizan los centros que se han allí creado y 
especializados en sectores tales como la mine-
ría y la industria automotriz; el Instituto de la 
Familia con los aportes que pueden brindarnos 
para el estudio de las políticas sociales, especial-
mente de las políticas familiares; la Facultad de 
Derecho, con todo su potencial, especialmente 
con relación a los departamentos de Derecho 
Administrativo, Tributario y Magistratura Judi-
cial. A su vez, la EG tendrá sus propias áreas y 
líneas de investigación. Ya hemos constituido un 
Centro de Estudios Legales y Políticos de Asia, 
aprovechando las posibilidades que han surgido 
de mis recientes visitas a las universidades asiá-
ticas, en especial de China, y  de los convenios y 
contactos que con ellas hemos establecido.

11. La Facultad de Derecho en Pilar. Entrevista 
al Decano

Mag. Jorge Albertsen, decano de la Facultad  
de Derecho de la Universidad Austral

¿Cómo se adaptó la Facultad de Derecho 
(FD) al Campus?

La Facultad de Derecho se adaptó fácilmente 
al Campus. Respecto a los alumnos podría decir-
se que no existieron dificultades, en tanto ningu-
no de ellos fue objeto de mudanza ya que quienes 
hoy cursan en Pilar son alumnos que han inicia-
do sus carreras universitarias en el Campus. 

Distinto fue el caso de los profesores y del per-
sonal en general; allí sí hubo una mudanza. De to-
dos modos, el traslado fue recibido con mucho en-
tusiasmo ya que se trata de un proyecto que nos 
ha mantenido expectantes durante varios años. 

¿Cómo caracterizarías al graduado de la 
FD? 

El graduado de la FD, tras haber realizado su 
formación general, puede brindar a la sociedad, 
tanto de pequeñas ciudades y pueblos, como de 
las grandes urbes nacionales, como en la inte-
rrelación con otros países o yendo a trabajar 
a otros sistemas jurídicos, el estar preparado 
para dar un servicio profesional particularizado 
o para insertarse académicamente de acuerdo a 
sus intereses.

¿Por qué es tan importante la formación a 
través del método del caso?

Al abordar el estudio de cada materia, han 
de emplearse los medios pedagógicos más ade-
cuados, procurando complementar, mejorar 
y –cuando corresponda– reemplazar la clase 
magistral que predomina en la enseñanza del 
Derecho. Para ello, necesariamente ha de apli-

carse una actitud participativa a lo largo de todo 
el proceso educativo, lo que se logrará mediante 
un planteo pedagógico diferente. La enseñanza, 
así concebida, se logrará aplicando el método del 
caso dado que se trata del instrumento metodo-
lógico que más se adecua a los fines perseguidos 
por la tarea universitaria tal como está concebida 
en la propuesta de la FD. Habrá de focalizarse 
el interés sobre las situaciones reales y no me-
ramente sobre la norma. Las normas deberán 
aprenderse en una perspectiva relacionada siem-
pre con los casos y las soluciones de justicia.

¿Cómo siguen vinculados los graduados a 
la FD?

Los graduados de la FD siguen vinculados a 
través de la Asociación de Graduados FD que per-
sigue el propósito de lograr la integración de los 
egresados entre sí y con la Universidad Austral, 
implicando a los antiguos alumnos en la investi-
gación y enseñanza universitaria como servicio 
a la sociedad. Además, planeando y ejecutando 
acciones y servicios tendientes a mejorar el nivel 
de vida de los graduados en el campo profesional, 
laboral, recreativo, social y espiritual.

¿Qué crees que distingue la oferta académi-
ca de la FD de la Universidad Austral?

La oferta académica de la FD se caracteriza 
por metodologías de enseñanza participativas, 
con especial énfasis en el método del caso, en el 
fomento activo del trabajo en equipo, una orga-
nización cuidada hasta en los menores detalles, 
para que las clases se desarrollen del mejor modo 
posible y todos los elementos que hacen a la cali-
dad de la enseñanza funcionen como es requeri-
do. Además, una esmerada selección del material 
de estudio doctrinal y jurisprudencial que supone 
un compromiso personal de los cursantes para la 
participación activa en la metodología de ense-
ñanza. En definitiva, se persigue una educación 
transformadora de quienes cursan las carreras 
de la FD, mensurable en una renovación y modi-
ficación de los modos de acercarse al fenómeno 
jurídico/político y a la actividad profesional y, en 
innumerables casos, en un cambio y mejora del 
ámbito laboral de desempeño, además de una for-
mación humanística y preocupación por el desa-
rrollo integral de la persona.

¿Cómo se adaptaron los alumnos de pos-
grado a la sede de Cerrito? 

Los alumnos de posgrado de la FD se adapta-
ron formidablemente bien a la sede de Cerrito, 
incrementándose sustancialmente el número de 
aspirantes a alumnos en las distintas carreras. 
Estamos convencidos que todo ello se debe a la 
ubicación geográfica de esta sede, especialmen-
te por su cercanía con los ámbitos laborales de 
nuestros cursantes.

¿Existe alguna oferta académica de posgra-
do de la FD que sea única en el país? ¿Cuál? 
¿Qué ventajas le concede al profesional del 
Derecho que la curse?

La FD dicta desde el año 2011 la Maestría en 
Derecho, carrera que tal como se encuentra di-
señada no tiene antecedentes en la Argentina y 
en el mundo jurídico de habla hispana.

Esta Maestría en Derecho cuenta con una 
gran flexibilidad y con la particularidad de que 
el Plan de Estudios está conformado, sobre todo, 
por un esquema personalizado, de libre configu-
ración, optativo, en el que el alumno puede ele-
gir, con el consejo y la aprobación de su Asesor 
y de los Directores de la Maestría, cualquier 

materia o curso habilitado para este posgrado 
que se ofrezca en la Facultad de Derecho de la 
Universidad Austral.

Esta Maestría tiene así características plena-
mente coincidentes con los conocidos “LL.M” 
que ofrecen las mejores universidades del mun-
do de tradición anglosajona, principalmente en 
los Estados Unidos.

12. Abogados que abracen el cambio

Por Enrique Cadenas (*)

El sistema jurídico argentino se caracteriza 
cada vez más por su dinamismo y por el cam-
bio de normas lo cual exige del abogado además 
de la memoria (que tradicionalmente se consi-
deraba un valor en los abogados), la capacidad 
de comprender rápidamente los problemas y 
diseñar soluciones creativas que se adapten al 
dinamismo de la realidad.

La propuesta académica de la Austral se 
caracteriza por la utilización del “método del 
caso”. Mediante esta modalidad participativa, 
los alumnos intervienen desde el primer año en 
el desarrollo de estrategias para la resolución de 
casos reales e hipotéticos. Este método permite 
que, al graduarse, el alumno tenga un criterio ju-
rídico sólido que le permita diseñar estrategias 
jurídicas creativas para problemas complejos. 
Siempre, con el rigor y la profundidad necesa-
rias para que el “abogado de la Austral” pueda 
brindar un servicio que se distinga por su cali-
dad.

El graduado de la Austral se caracteriza por 
un alto nivel técnico y también por una forma-
ción humana sólida, la cual se desarrolla princi-
palmente a través de los vínculos con alumnos 
y profesores. En este sentido, el alumno de la 
Carrera de Abogacía tiene la posibilidad de in-
teractuar diariamente con alumnos de las mu-
chas otras carreras que se dictan en el Campus 
Universitario, beneficiándose de espacios de 
interacción con futuros médicos, ingenieros, 
psicólogos, administradores, comunicadores 
sociales, politólogos y licenciados en relaciones 
internacionales, entre otros. 

Esta interacción se da especialmente a través 
del Programa de Vida Universitaria (PVU) me-
diante el cual los alumnos completan su forma-
ción participando de actividades deportivas y de 
extensión cultural. Dentro del catálogo de activi-
dades que ofrece el PVU, se incluyen talleres de 
fotografía, comedia musical, idiomas, historia, 
cine, entre muchas otras. La creciente oferta de 
actividades del PVU contribuye a que el alum-
no de la Austral forme un perfil y un carácter 
multidisciplinario y que al concluir su carrera, 
además de una sólida formación jurídica y hu-
mana, pueda haber ampliado sus posibilidades 
de vincularse con personas con distintos intere-
ses y perfiles lo cual resulta fundamental en el 
ejercicio de la profesión del abogado. 

Al método y al contexto se suma la trascenden-
cia que la Carrera de Abogacía ha cobrado en el 
contexto argentino actual. Los estudiantes que 
ingresen a la Carrera de Abogacía en 2015 serán 
la primera promoción de abogados argentinos 
que hayan tenido una formación completa bajo la 
regulación del Código Civil y Comercial sanciona-
do en 2014. Esto los transformará sin dudas en 
jugadores clave del mercado jurídico argentino. 

(*) El autor es Director Ejecutivo de la carrera de 
Abogacía en la Universidad Austral.
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JURISPRUDENCIA

Horas extra
Incremento de las horas trabajadas. 
Compensación adicional al valor de horas 
simples.

Véase en esta página, Nota a Fallo

Hechos: La demandada interpuso recurso 
de apelación contra la sentencia de la Cá-
mara Laboral de San Carlos de Bariloche 
que hizo lugar a los reclamos por diferen-

cias salariales e indemnizatorias devenga-
das principalmente por la realización de ho-
ras suplementarias no abonadas. El tribu-
nal de grado estimó acreditado que los tra-
bajadores fueron cedidos contractualmente 
y que la nueva empresa les requirió cumplir 
un horario más extenso. El Superior Tribu-
nal de Justicia hizo lugar parcialmente al 
recurso extraordinario.

 Las dos horas incrementadas por el nue-
vo horario dispuesto por la empleadora 
no suponen horario suplementario al-

canzado por recargo alguno, ya que se 
acreditó que los actores cumplían dia-
riamente nueve horas de labor de lunes 
a viernes, y ello no excede el máximo de 
flexibilidad diaria, pero como no surge 
que se hubiera incrementado la normal 
remuneración mensual, el mayor tiempo 
de servicio cumplido desde entonces de-
berá compensarse adicionalmente pero a 
valor de horas simples

118.355 — ST Río Negro, sala Laboral y 
Contencioso-Administrativo Laboral, 

24/09/2014. - Merker, Bernardo Esteban y 
otra c/ Galeno Argentina S.A. s/ sumario.

Cita on line: AR/JUR/67557/2014

COSTAS

En el orden causado.

[El fallo in extenso puede consultarse en Atención 
al Cliente, www.laleyonline.com.ar o en Proview]

NOTA A FALLO

El precio del trabajo suplementario
SUMARIO: I. Introducción. — II. Importancia de la figura. — III. El precio del trabajo. — IV. El caso “Merker c. Galeno Argentina SA”. — V. Corolario.

Carlos Pose

I. Introducción

Desde el punto de vista práctico, la jor-
nada de trabajo no es otra que el tiempo 
durante el cual el trabajador se encuentra 
a disposición del empresario para cumplir 
con el débito laboral comprometido enten-
diéndose, a tal fin, que el empleador debe la 
remuneración por la mera circunstancia de 
contar con la fuerza de trabajo en los térmi-
nos previstos por la ley (arts.  103 y 107 de 
la LCT). (1)

II. Importancia de la figura

La figura tiene importantes consecuen-
cias prácticas en el campo jurídico, econó-
mico y social, a saber.

Desde el punto jurídico, el principio cons-
titucional que rige en la materia es el de jor-
nada limitada de trabajo (art. 14 bis de nues-
tra Ley Fundamental), ya que el legislador 
busca proteger física y espiritualmente al 
trabajador por razones de carácter biológi-
co, social, cultural y económico. (2)

Se entiende que las jornadas excesivas 
o los descansos insuficientes producen fa-

tiga, desequilibrio emocional y la mecani-
zación de la actividad laboral con efectos 
negativos sobre la salud de las personas y 
eventual riesgo de vida ante la potencial 
posibilidad de eventos dañosos. Por el con-
trario, la jornada limitada favorece la salud 
del hombre que trabaja, desarrolla el senti-
miento de dignidad y potencia la capacidad 
de ganancia de las empresas. (3)

En palabras de uno de nuestros más cé-
lebres juristas (4): “El tiempo de trabajo no 
puede insumir todo el tiempo de la vida del 
hombre. El hombre trabaja para vivir, pero 
no vive para trabajar”. Por ello se entien-
de que ni una ley, ni un convenio colectivo 
—fruto de una libre concertación— podrían 
imponer una jornada excesiva de labor ya 
que ello significaría una condición no equi-
tativa del trabajo contraria a los principios 
del art. 14 bis. (5)

En tal sentido, una de las primeras me-
didas tuitivas adoptadas por la OIT fue 
propiciar una jornada limitada de labor 
de ocho horas diarias o de cuarenta y ocho 
horas semanales (6) lo que, en nuestro país, 
dio lugar a la sanción de la ley 11.544 —año 
1919— habiéndose entendido pretoriamente 

que la jornada de trabajo y su retribución 
hacen a la esencia del contrato de trabajo y 
constituyen materia propia de la legislación 
nacional. (7)

Cabe recordar que en los primeros tiem-
pos de la Revolución Industrial las jornadas 
de trabajo oscilaban entre las 14 y 16 horas y 
que correspondió al industrial Robert Owen 
demostrar lo nefasto del sistema: este filán-
tropo redujo en forma sensible la jornada 
laboral en su hilandería de New Lanark sin 
que existiese merma sensible de la produc-
ción. (8)

Desde el punto de vista económico, 
existe una relación íntima entre jornada 
de trabajo y salarios, de modo que uno 
guarda relación sinalagmática con el 
otro: el incremento del tiempo de servi-
cios conlleva el aumento proporcional de 
la retribución pactada, puesto que lo que 
enajena o vende del trabajador no es otra 
cosa que su tiempo libre y su capacidad 
productiva. Se ha señalado (9), al respec-
to, que la jornada y la remuneración ata-
ñen a las dos prestaciones esenciales del 
contrato de trabajo y que, por ende, se 
transforman en condiciones primordiales 
de dicho contrato, utilizándose el vocablo 
“condiciones de trabajo” para su análisis 
institucional.

Desde el punto de vista cultural la civili-
zación industrial se apoya en la distribución 
del tiempo de las personas entre: a) tiempo 
de trabajo; b) tiempo de esparcimiento y 
c) tiempo de descanso debiendo entenderse 
que todos los ciudadanos tienen derecho a 
un ocio recreativo que permita su realiza-
ción como personas, lo que amerita que, en 
el campo de las relaciones laborales depen-
dientes, los trabajadores tengan derecho a 
un descanso diario, a uno semanal y a uno 
anual.

Dentro de este esquema cultural, es el 
sistema de producción el que determina los 
tiempos de trabajo y de ocio; y los sujetos 
sometidos a una relación de trabajo depen-
diente pasan gran tiempo de su vida dentro 
de un establecimiento en el que gozan de un 
rango y “status” social que se proyecta so-
bre su vida comunitaria. En verdad, la Re-
volución Industrial transformó el horario 
y la cadena de montaje en un patrón para 
casi todas las actividades humanas, lo que 
llevó que, poco después que las fábricas im-
pusieran sus horarios, las escuelas, los hos-
pitales, las oficinas gubernamentales y los 
establecimientos de comercio adoptaran, 
también, horarios ciertos y precisos some-
tiendo la actividad humana a la esclavitud 
del reloj. (10)

que en Argentina se dé ese efecto disua-
sivo, es importante que la mera amenaza 
de las acciones por daños antitrust pase 
a ser una realidad y no sólo una remota 
posibilidad.

En Europa, algunas de las dificultades 
que presenta el sistema de ejecución pri-
vada no son muy distintas a las de la Ar-
gentina. Allí, además, tienen el agravante 
de confluir en la UE decenas de sistemas 

legales de distintos orígenes y fines. Sin 
embargo, con el ánimo de lograr armoni-
zar los diversos ordenamientos legales, 
la UE ha dictado la Directiva mediante la 
cual crea un marco regulatorio común a 
los EE.MM. Algo similar podría intentar-
se en nuestro país, para lograr las bases 
esenciales que permitan un desarrollo más 
armónico y previsible del sistema argenti-
no de ejecución privada de las normas de 
competencia.

Como hemos analizado, la Directiva 
otorga algunos aspectos valiosos que me-
recen ser analizados a la luz de nuestro 
propio Derecho local, pensando que al-
gunas de las soluciones propuestas por la 
Directiva podrían ser aplicables a nuestra 
realidad. l

Cita on line: AR/DOC/526/2015
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Pero, dentro de la sociedad de produc-
ción y consumo, el trabajador no puede ser 
visto (11) sólo a través de la abstracción del 
“homo economicus”, sino en medio de la 
comunidad global en la que desenvuelve 
toda su personalidad, con la doble función 
de producir y obtener su propia satisfac-
ción. En tal sentido, puede decirse que de 
la jornada laboral establecida por la cos-
tumbre y la producción ejecutada dentro 
del ámbito familiar o doméstico artesanal, 
donde las actividades se hallaban perso-
nalizadas y regidas por la flexibilidad y la 
espontaneidad de la vida comunitaria, se 
pasó a la jornada industrial con horario es-
tricto y tareas sistemáticas rigurosamente 
vigiladas, con altos niveles de impersonali-
dad lo que se traduce en nuevos conflictos 
sociales.

Del trabajo, apuntan los sociólogos (12), 
depende que las funciones sociales que ase-
guran la perduración de la comunidad sean 
efectivamente realizadas por lo que sus 
efectos sobre las estructuras humanas es 
innegable.

III. El precio del trabajo

Si se estudia la relación de trabajo como 
un negocio bilateral de cambio de carác-
ter patrimonial, se visualiza que el goce de 
la prestación del servicio obrero tiene un 
precio cierto: La retribución (ver art.  21, 
LCT) que no es otra cosa que una suma de-
terminada o determinable en dinero, lo que 
hace que, a mayor tiempo de servicio, sea 
mayor el rédito a abonar y, por el contra-
rio, el salario se reduzca cuando la jorna-
da laboral es inferior o menor a la normal, 
aun dentro de la figura reglamentada por 
el art. 92 ter de la LCT, esto es, el contra-
to de trabajo a tiempo parcial, siendo que 
la violación de sus directivas lleva a que el 
dependiente pueda considerarse acreedor 
al salario propio de un dependiente de jor-
nada completa.

El legislador laboral define la remune-
ración como la contraprestación que debe 
percibir el trabajador como consecuencia 
del contrato de trabajo; y tal conceptuali-
zación sirve, básicamente, para individua-
lizar el rédito y/o ganancia obtenida por 

el dependiente como precio de la puesta 
a disposición de su fuerza de trabajo y/o 
capacidad laborativa (13) o, en su caso, el 
precio que el patrono se obliga a entregar 
al empleado, a cambio del trabajo suminis-
trado. (14)

El concepto de salario sirve como pivote 
para el nacimiento de la idea de subordina-
ción económica, ya que lo que caracteriza el 
vínculo es que una persona, que sólo tiene 
como patrimonio productivo su capacidad 
laborativa, pone a disposición de otra tal 
potencial, para que ésta la utilice en bene-
ficio propio, comprometiéndose al pago de 
una remuneración, salario y/o retribución 
que, básicamente, debe ser fijada en dinero 
de curso legal.

El salario se debe por la simple circuns-
tancia de haber puesto el dependiente su 
fuerza de trabajo a disposición del emplea-
dor (15) y con independencia de que éste 
obtenga o no el rédito económico esperado 
—aplicación de la teoría de la ajenidad en 
los riesgos, ya que el trabajador no par-
ticipa, ni asume las vicisitudes propias de 
toda aventura empresaria—, lo que explica 
la existencia de licencia pagas —vacacio-
nes, enfermedad, descanso hebdomadario, 
etc.— que se conceden teniendo presente 
que es un ser humano el que presta el servi-
cio y no un simple autómata o robot.

Ello no quiere decir que el empleador pue-
da exonerar al dependiente de su obligación 
de prestar servicios limitándose a abonar la 
retribución pactada. El subordinado tiene 
el deber de trabajar pero, también, el de-
recho a que se le otorguen tareas acordes 
a su capacidad profesional y lo acordado, 
oportunamente, al momento de su ingreso 
en la empresa.

En otras palabras, aunque el trabajo no 
sea una mercancía, tiene un precio y este 
precio debe, en principio, asegurar al tra-
bajador condiciones decorosas y dignas de 
existencia.

IV. El caso “Merker c. Galeno Argentina SA”

En el caso que nos ocupa (Superior Tri-
bunal de la Provincia de Río Negro, sent. 
del 24 de septiembre de 2014, caso “Mer-
ker, Bernardo Esteban y otra c. Galeno Ar-
gentina SA”) el Superior Tribunal Provin-
cial tuvo ocasión, dentro del prieto campo 

del recurso de inaplicabilidad de ley, de 
valorar el precio del trabajo cuando el de-
pendiente labora horas suplementarias, 
esto es, las reglamentadas por el art.  201 
de la LCT que el legislador estima sus-
ceptible de recargo en un 50%, cuando se 
presten servicios en horas comunes, y del 
100%, cuando las prestaciones se efectúen 
los días sábados después de las 13 horas, 
domingos o feriados.

En el caso que nos ocupa, el juez de gra-
do determinó que el trabajador —que había 
prestado servicios suplementarios— tenía 
derecho al cobro como “extra” de las dos 
horas realizadas en exceso de su jornada 
habitual de siete horas diarias: Las usufruc-
tuadas fueron nueve horas diarias de lunes 
a viernes.

La decisión mereció una severa descali-
ficación del Tribunal por estimarse lo de-
cidido contradictorio y en pugna con las 
previsiones de la ley 11.544 y su decreto re-
glamentario pero, también, con la doctrina 
fijada en un viejo plenario laboral capitalino 
en el que se resolvió: “El trabajo realizado 
fuera de la jornada convenida por las partes 
sin exceder el máximo legal, debe pagarse 
sin el recargo previsto en el art.  201 de la 
LCT” (CNTrab., Acuerdo Plenario Nº  226, 
del 25/6/81, “D’Aloi, Salvador c/ Selsa SA”, 
DT, 1981-1207). (16)

El Supremo Tribunal destaca lo con-
tradictorio del pronunciamiento dicta-
do pues la legislación vigente —acorde 
con las previsiones del Convenio 30 de la 
OIT— imponen una jornada máxima limi-
tada de ocho horas diarias y cuarenta y se-
manales siendo que las primeras pueden 
ser distribuidas desigualmente en la me-
dida que no se excedan las nueve diarias 
(ver art.  1º inc. b), del dec. 16.115/1933). En 
otras palabras, el trabajador tenía dere-
cho al cobro de las horas trabajadas en 
exceso de su jornada normal pero a un va-
lor simple, no como extra, ni al 50%, ni al 
100% (en el caso, el magistrado de grado 
habría declarado el derecho del trabaja-
dor al cobro al 50% de la primera hora ex-
tra y de la segunda al 100%, por excederse 
las ocho diarias).

Lo singular del litigio es que el Tribunal 
Laboral, para emitir pronunciamiento, no 
vaciló en recurrir a la doctrina de un plena-
rio laboral de la década del ochenta, en mo-

mentos en que las prescripciones que regu-
lan la figura del recurso de inaplicabilidad 
de ley han merecido descalificación institu-
cional mediante sanción de la ley 26.853, de 
Creación de las denominadas Cámaras Fe-
derales de Casaciones (B.O. del 17 de mayo 
de 2013).

El referido cuerpo normativo crea en 
su art.  3º la denominada Cámara Fede-
ral y Nacional de Casación del Trabajo y 
de la Seguridad Social lo que constituye 
una involución normativa, pues: a) agru-
pa disciplinas que, al presente, parecen 
seguir un camino divergente y que gozan 
de autonomía legislativa, jurídica, científi-
ca y doctrinaria; b) deroga un sistema de 
revisión pretoriana que, en la práctica, se 
mostró eficaz y razonable —el recurso de 
inaplicabilidad de ley— imponiendo otros 
remedios procesales —los denominados 
recursos de casación, de inconstituciona-
lidad y de revisión— cuya eficacia resulta 
dudosa y que, prima facie, sólo pueden in-
crementar los tiempos procesales en detri-
mento de los principios de celeridad y efi-
cacia jurisdiccional que emanan del art. 18 
de nuestra Ley Fundamental; c) pone bajo 
una misma égida un Tribunal Federal y 
un Tribunal Nacional, que analizan cues-
tiones jurídicas distintas y que, frente al 
fenómeno que nos ocupa —esto es la fija-
ción de jurisprudencia vinculante para los 
tribunales inferiores—, han reaccionado 
en forma divergente, mientras el fuero la-
boral capitalino emitió más de trescientos 
acuerdos plenarios, y la Cámara Federal 
de la Seguridad Social ha adoptado un cri-
terio restrictivo en la materia fijando una 
sola doctrina plenaria. (17)

V. Corolario

Es importante recordar que la jurispru-
dencia plenaria de la Cámara del Trabajo 
tuvo gran importancia institucional puesto 
que, en su momento, sirvió de base para la 
redacción de numerosos artículos de la Ley 
de Contrato de Trabajo y ello explica que 
aun los Tribunales de Provincia recurran a 
su doctrina, cuando deben resolver cuestio-
nes candentes como las que hacen al precio 
del valor trabajo suplementario prestado en 
relación de dependencia. l

Cita on line: AR/DOC/435/2015

Concurso preventivo
Subrogación en los derechos de los acree-
dores verificados. Improcedencia. Dis-
cusión sobre la suficiencia del depósito. 
Facultades del pretenso pagador. 

Véase en página 7, Nota a Fallo

1. - La pretensión de subrogarse mediante 
pago en los derechos de los acreedores 

verificados debe rechazarse, pues, aun 
cuando se trata de una subrogación le-
gal que no podría ser repudiada por los 
acreedores, si de ello se deriva un per-
juicio, no puede soslayarse que se en-
cuentra discutida la suficiencia del de-
pósito efectuado por el pretenso paga-
dor.

2. - La subrogación mediante pago en los 
derechos de acreedores verificados no 
implica que el pretenso pagador pueda 

expresar la voluntad de los subrogados a 
los fines de conseguir las mayorías nece-
sarias para aprobar el acuerdo preven-
tivo, pues el derecho a voto se atribuye 
al acreedor y no a los créditos, con la in-
tención de que se respete el número ori-
ginario de votantes por cada categoría.

118.356 — CNCom., sala B, 28/08/2014. - 
Bonelli, María S. s/ quiebra s/ incidente de 
apelación. Art. 250 C.P.C.C.N. por Rossi, 
Guillermo Ceferino.

Cita on line: AR/JUR/50153/2014
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Al vencido.

[El fallo in extenso puede consultarse en Aten-
ción al Cliente, www.laleyonline.com.ar o en 
Proview]
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El pago por subrogación y la votación en  
el concurso preventivo

NOTA A FALLO

SUMARIO: I. Interés del tema. — II. Algunas consideraciones previas sobre el pago por subrogación en el Código Civil y Comercial y en situaciones 
concursales. — III. El pago por subrogación y la votación en el concurso preventivo. — IV. El fallo en comentario.

Ricardo S. Prono y Mariano R. Prono

I. Interés del tema

El tema que gira en torno a la obtención 
de las mayorías legales necesarias para 
que el juez del concurso preventivo —o del 
acuerdo preventivo extrajudicial— decida 
sobre la homologación, es central en el de-
recho concursal y ha originado interesantes 
debates en la doctrina y en la  jurispruden-
cia.

El fallo que anotamos incursiona en un as-
pecto importante de dicha temática, por las 
aristas que presentan la validez y efectos del 
voto (1) o conformidad que pueda prestar un 
tercero que paga subrogándose en los dere-
chos y acciones de un acreedor concursal, 
para así conformar las mayorías de personas 
y de capital requeridas por la ley y permitir 
entonces que el acuerdo propuesto y acepta-
do sea sometido a la sentencia de homologa-
ción judicial.

Ahora bien, el pago con subrogación de 
derechos en un concurso requiere de su ade-
cuación a normas de derecho común y tam-
bién a las normas y principios que rigen el 
Derecho Concursal, por lo que consideramos 
de interés analizar seguidamente esta moda-
lidad de pago en el Código Civil y Comercial y 
en situaciones concursales.

II. Algunas consideraciones previas sobre el 
pago por subrogación en el Código Civil y Co-
mercial y en situaciones concursales

De acuerdo con las normas del derecho 
común, el pago por subrogación transmite al 
tercero que paga todos los derechos, accio-
nes y garantías del antiguo acreedor, y los ac-
cesorios del crédito (2). La subrogación puede 
ser legal o convencional.

La subrogación legal (art. 915, Código Civil 
y Comercial; ley 26.994) tiene lugar a favor: 

a)  del que paga una deuda a la que estaba 
obligado con otros, o por otros; b) del tercero, 
interesado o no, que paga con asentimiento 
del deudor o en su ignorancia; c) del tercero 
interesado (3) que paga aun con la oposición 
del deudor; d) del heredero con responsabi-
lidad limitada que paga con fondos propios 
una deuda del causante. La subrogación con-
vencional por acto del acreedor tiene lugar 
cuando al recibir el pago le transmite al paga-
dor todos sus derechos y acciones respecto 
de la deuda.

En cualquier supuesto, sea la subrogación 
convencional o legal, el pago debe reunir 
los requisitos de identidad e integridad (4). 
Como ha referido Llambías (5), “El objeto del 
pago ha de coincidir con el objeto de la deuda... 
Empero, para que el pago sea válido, bajo el 
punto de vista de su objeto, es menester que con-
curran ciertos requisitos sustanciales y circuns-
tanciales, que impidan el rechazo por parte del 
acreedor. Si, en cambio, no concurrieran esos 
requisitos, el acreedor podría negarse a recibir 
el pago que se le quisiera hacer, sin caer en mora 
accipiendi”.

Tales serían los casos de un pago par-
cial (6), o del pago del capital sin los intereses 
correspondientes (7), en los que el acreedor 
puede rechazarlos, tanto si provienen del 
deudor, como de un tercero que pretenda 
reemplazarlo en el cumplimiento de la obli-
gación.

En la subrogación legal prevista en el 
art. 915, inc. b) del Cód. Civ. y Com. (el ter-
cero que paga sin oposición del deudor) 
resulta indiferente el asentimiento o no del 
acreedor. Pero ello sólo ocurrirá, como he-
mos señalado, si el pago reúne las exigencias 
en cuanto a su objeto y demás requisitos sus-
tanciales y circunstanciales. De otra forma, el 
acreedor mantendrá incólume su derecho a 
rechazarlo.

En el caso de un tercero que, ejercitando 
la facultad que le otorga el art. 915, inc. b) del 
Cód. Civ. y Comercial (8), pretenda, sin oposi-
ción del deudor, desinteresar al acreedor de 
un concurso mediante el pago del crédito ve-
rificado, subrogándose así en sus derechos, 
resulta importante analizar si ello es posible, 
y en qué circunstancias.

“Que el derecho es un interés jurídicamente pro-
tegido” es un concepto de Ihering cuya celebri-
dad obedece a que ha echado luz sobre un as-
pecto fecundísimo de los derechos subjetivos, 
como es el interés que amparan. El comentario 
trascripto, en total coincidencia con el cono-
cido principio de que el interés es la medida de 
las acciones, ha de resultar la base sobre la cual 
pueda justificarse la oposición del acreedor 
concursal a recibir, en algún caso, el pago que 
intente un tercero para privarlo de su crédito.

Puede suceder, a título de ejemplo, que 
los bienes o activos del concursado excedan 
significativamente el monto de los créditos, 
y los acreedores consideren estar, presumi-
blemente, ante una maniobra del deudor (9), 
con la que pretende pagar mucho menos de 
su deuda mediante el acogimiento a los be-
neficios que le concede la ley de concursos.

En tal supuesto, el acreedor dispone del 
derecho a oponerse a un eventual acuerdo 
mezquino que pueda proponer el deudor, en 
procura de que se mejore la oferta de pago o, 
en última instancia, forzando la declaración 
de quiebra en la cual por la liquidación del 
activo o por el avenimiento pueda obtener el 
cobro de su acreencia en términos apropia-
dos con el caso concreto que lo involucra.

Se trata de un interés legítimo que la ley 
debe preservar. El acreedor sopesa distintas 
estrategias procesales y opta por la que, sin 
ser terminante y decisiva, le da la oportuni-
dad de percibir mejor su acreencia (10). Esta 
opción es un derecho que la ley no le niega, ni 
puede ser privado de ella sin infringirse una 
garantía constitucional (art. 19 in fine, CN). Por 

consiguiente, puede oponerse a ser privado de 
ese derecho por un tercero carente de interés.

Visto de otra manera —y siguiendo con la 
hipótesis reseñada—, para que el pago fuera 
válido su objeto debería incluir el importe de 
la suma verificada más la expectativa cierta 
del cobro de los intereses (11). Si el pago del ter-
cero incluyera el primer concepto, excluyendo 
el segundo, no habría identidad de objeto ya 
que desaparecería para el acreedor la even-
tual posibilidad de percepción de intereses.

Si aceptamos como válido el principio de 
que “el interés es la medida de las acciones”, 
no sería razonable que la ley privilegiara e 
impusiera la voluntad de un tercero caren-
te de interés (12), sobre la voluntad de quien 
efectivamente ostenta un legítimo interés en 
oponerse al pago.

Una vez demostrado esto último, la forma 
del tercero de desinteresar al acreedor, contra 
su voluntad, sería pagándole el capital verifica-
do con intereses. Habría entonces una coinci-
dencia del pago en cuanto al objeto y no cabría 
por tanto oposición alguna del acreedor.

La posibilidad del tercero de subrogar-
se mediante el pago de la deuda (13), contra 
la voluntad del acreedor, no se altera. Pero 
tratándose de un acreedor concursal que in-
voque un interés razonable y verosímil para 
oponerse al pago ofrecido, como sucede en la 
hipótesis analizada, podrá hacerlo para evi-
tarse un perjuicio y sin riesgo de lesionar el 
del tercero, carente de interés.

III. El pago por subrogación y la votación en el 
concurso preventivo

En el concurso preventivo el legislador es-
tableció como condición para que la propues-
ta de acuerdo dirigida a los quirografarios 
se apruebe, el sistema o criterio de la doble 
mayoría, esto es, de los acreedores y de los 
créditos, o de las personas y del capital, o como 
también se ha dicho, de las voluntades y de los 
intereses.

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) Usamos las palabras voto y votación porque, aun-

que la ley 24.522 habla en el art. 45 de conformidades, la 
expresión para el caso es correcta: Dictamen o parecer 
dado sobre una materia: Diccionario de la Lengua Es-
pañola, RAE, 23ª ed. Por lo demás, la propia legislación 
vigente emplea esta expresión en los arts. 45 bis, 50, 67 
sexto párrafo, etcétera

(2) Arts. 914 y 918 del Código Civil y Comercial (ley 
26.994) .

(3) Tercero interesado es la persona a quien el incum-
plimiento del deudor puede causar un menoscabo patri-
monial, y puede pagar contra la oposición individual o 
conjunta del acreedor y del deudor: art. 881, párrafo fi-
nal, del Cód.  Civ.  y  Comercial

(4) Art. 867 del Cód. Civ. y Comercial., Cfr. “Funda-
mentos del Anteproyecto de Código Civil y Comercial 
de la Nación”, en “Código Civil y Comercial de la Nación”, 
presentación del Proyecto por LORENZETTI, Ricardo 
L. I, Rubinzal-Culzoni, Bs. As., Santa Fe, 2012, p. 599.

(5) LLAMBÍAS, Jorge J., “Código Civil. Anotado”, 
AbeledoPerrot, Bs. As., 1979, t. II-A, p. 625-V: BUSSO, 
Eduardo, “Código Civil Anotado”, Ediar, Bs. As., 1955, t. 
V, ps. 382/3. LÓPEZ CABANA, Roberto, en BELLUSCIO, 
César y ZANNONI, Eduardo A., Código Civil, comentado, 
anotado y concordado, Astrea, Bs. As., 1994, t. 3, p. 430. 

BORDA, Guillermo, “Tratado de Derecho Civil argenti-
no. Obligaciones”, t. I, Ed. Perrot, Bs. As., 1965, ps. 506 y 
ss., 513 y ss., 443 y ss.

(6) Art. 869 del  Cód. Civ. y Comercial, arts. 740, 742, 
Cód.  Civil de Vélez.

(7) Art. 870, Cód. Civil y Comercial; art. 744 del Cód.  
Civil de Vélez.

(8) Art. 768, inc. 3º del Cód. Civil de Vélez. Art. 849, 
Proyecto de Código Civil de 1998.

(9) Véase: PRONO, Ricardo S. y PRONO, Mariano 
R, “El concurso sin insolvencia....”, en Abuso del derecho 
y fraude procesal en juicios concursales, LA LEY, 2009-F, 
p. 1292. En “Cablevisión SA s/acuerdo preventivo s/Inci-
dente de subrogación”, en su dictamen del 14/12/2005, la 
Fiscalía de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Co-
mercial sostuvo que: “…La aplicación mecánica del pago 
con subrogación previsto en la ley civil al contexto con-
cursal pondría en riesgo la existencia misma del régimen 
concursal, que se asienta en el principio de que todos los 
acreedores son sometidos al mismo sistema colectivo. 
Esta consideración exige un análisis caso por caso para 
determinar cuándo procede el pago con subrogación en 
el ámbito concursal y cuándo no”. Javier R. Lorente in-
forma a su vez que en el sistema concursal norteameri-
cano, las cesiones y/o transferencias de créditos concur-
sales son legales y habituales, pero que cuando constitu-

yen un medio para consumar el abuso, la jurisprudencia, 
en lugar de prohibirlas, se ha contentado con excluir del 
voto los créditos cedidos. (VI Congreso Argentino de Dere-
cho Concursal, Rosario, 2006, t. I, p. 425).

(10) En el análisis que hace ALBERTI, Edgardo M.,  
(en la obra de QUINTANA FERREYRA Francisco,  y 
ALBERTI, Edgardo Marcelo, Concursos, t. 3, Astrea, Bs. 
As, 1990, p. 902), del denominado Pago Total (art. 228, 
LCQ) como modo de conclusión de la quiebra, afirma 
este autor que: “Cuando la cobertura se produjese con 
fondos aportados a la causa directamente —por el fallido 
o terceros...— la procedencia extraconcursal del medio 
de amortización del pasivo llamaría a aplicar reglas tam-
bién preconcursales y por tanto el interés debiera ser cu-
bierto íntegramente según el derecho común”. Se ha di-
cho asimismo que el pago total concursal (art. 228, LCQ) 
resulta un pago propio, distinto del concepto de pago 
íntegro del Código Civil, siempre y cuando se den los 
presupuestos de la ley 24.522: liquidación y distribución. 
Cuando se recurre a una fórmula mixta, el pago total 
para ser tal debe, inexorablemente, ser íntegro. Cuan-
do se está frente a un pago de origen extracontractual, 
resulta razonable seguir las reglas del derecho común 
en punto al pago que requiere que se incorporen los ac-
cesorios al importe a depositar: CÀMARA, Héctor, “El 
Concurso preventivo y la quiebra, Comentario de la ley 

24.522 y sus modificatorias 25.563 y 25.589”, actualizado 
bajo la dirección de MARTORELL, Ernesto E.,  Bs. As, 
Lexis Nexis, t. V, p. 52.

(11) Con el título “Pago por subrogación en el concur-
so preventivo. Apuntes para una valoración axiológica”, 
en Ponencia presentada en el VI Congreso Argentino de 
Derecho Concursal y IV Congreso Iberoamericano so-
bre la Insolvencia —Rosario, septiembre 2006, ps. 433 
y ss.—, luego de referir a distintas posturas (incluida la 
del conocido fallo de la Suprema Corte de Mendoza, in 
re “Torres, Luis Oscar y otros, en jº 8186/28.535, Abda-
la, Miguel E. p/conc. Prev. s/Inc. Cas.”; causa nº 82.475 
que, fundado en el voto de la Dra. Aída Kemelmajer de 
Carlucci, afirma que el acreedor originario que no esté 
garantizado con hipoteca o prenda no puede exigir el 
pago de los intereses pues conforme al art. 19 de la LCQ 
esos intereses están suspendidos), Iván Lorenzo es de 
opinión que la subrogación legal opera únicamente en el 
concurso preventivo, en caso de que el pago comprenda 
el capital y todos los intereses devengados hasta la fecha 
en que se hace efectivo.

(12) Cfr. con el art. 881, último párrafo, Cód. Civil y Co-
mercial, V: Art. 768, inc. 3º, Cód. Civil de Vélez.

(13) Arts. 914, 915, inc. b), 918 y 881 a 883 del Cód. Ci-
vil y Comercial  Art. 768, inc. 3º del Cód. Civil de Vélez. 
Art. 849 del Proyecto de Código Civil de 1998.

{ NOTAS } 
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El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil Nº 1, Secretaría Única de esta Ca-
pital Federal, cita y emplaza por treinta días 
a herederos y acreedores de ZELMAN MIDA 
y SILIA TAFT. Publíquese por tres días en 
La Ley.
Buenos Aires, 22 de diciembre de 2014

Cecilia Kandus, sec.
LA LEY: I. 27/02/15 V. 03/03/15 

El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil Nº  21, Secretaría Única con sede 
en Talcahuano 490, piso 1º de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, cita y emplaza 
por treinta días a herederos y acreedores 
de MARÍA GARCÍA y MARÍA NADIA REY 
GARCÍA a los efectos que hagan valer sus 
derechos. El presente deberá publicarse por 
tres (3) días en el diario “La Ley”.
Buenos Aires, 17 de noviembre de 2014

Horacio Raúl Lola, sec.
LA LEY: I. 27/02/15 V. 03/03/15 

El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil Nº  68, Sec. Única de CABA, cita 
y emplaza por 30 días a herederos y acree-
dores de DANIEL OMAR UNDABARRENA, 
DNI 13.238.231 a los efectos de que hagan 
valer sus derechos. Publíquese en el Diario 
La Ley.

Buenos Aires, 11 de febrero de 2015
Graciela E. Canda, sec.

LA LEY: I. 27/02/15 V. 03/03/15 

83067/2014 PEREYRA, CESAR GER-
MAN s/SUCESION AB-INTESTATO. El 
Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil  Nº  72, Secretaría Única,  de 
esta Capital Federal en autos “PEREYRA, 
C E S A R  G E R M A N  s / S U C E S I O N  A B -
INTESTATO”, cita y emplaza por treinta 
días a herederos y acreedores de “CESAR 
GERMAN PEREYRA”. Publíquese por tres 
días en el diario LA LEY.

Buenos Aires, 9 de febrero de 2015
Daniel H. Russo, sec.

LA LEY: I. 27/02/15 V. 03/03/15 

El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil Nº  18 a cargo del Dr. Guillermo 
J. Blanch, Secretaría única a mi cargo, 
sito en Avda. de los Inmigrantes 1950, 
5º Piso, Capital Federal, comunica por 2 
días, en los autos “MILAZZO ANTONIO 
c/VÁZQUEZ OSVALDO ALBERTO s/Eje-
cución Hipotecaria” (Reservado) Expte. 
Nº 98.508/2012; que el Martillero Público 
Alejandro Juan José Ibáñez tel./fax 4778-
0366 rematará el 4 de marzo de 2015 a 
las 10,30 hs. en Jean Jaurés 545, Capital 
Federal; siendo la exhibición los días 2 y 
3 de marzo de 2015 de 16 a 18 hs. El bien 
sito en la calle Pedro Lozano 4001, esquina 
Bahía Blanca de esta Capital Federal. Nom. 
Catastral: Circ.: 15, Secc.: 81; Mza.: 62; 
Parcela: 24-b; Matrícula: FR 15-68987. 
Med. s/tít.: 4,30  mts. de fte. Al SE sobre 
la calle Pedro Lozano, 4,64 mts. En su otro 
fte. al NE sobre la calle Bahía Blanca, 6  m 
en la ochava formada por la intersección 
de ambas calles, 8,91  mts. al SO. Según 
Mandamiento de constatación realizado 
por el martillero a fs.  87, atendido por una 
persona de sexo masculino quien dice ser 
y llamarse Darío Ricardo Andrés Vázquez, 
DNI 25.374.601, quien manifiesta que el 
inmueble se encuentra desocupado des-
de hace más de 1 año. Consta de: Planta 
Baja local con entrada por la ochava 4001 
con piso cerámico y ventana sobre Pedro 
Lozano y Bahía Blanca, pequeña oficina 
con puerta al pasillo cubierto, con entra-
da sobre el 4003 de Pedro Lozano, baño 
instalado con venta sobre Bahía Blanca, 
cocina parcialmente instalada y un bajo 
escalera que anteriormente era un lava-
dero. Luego mediante escalera cubierta 
se accede a la Planta Alta y a una cocina 
comedor integrada, puerta balcón hacia la 
terraza y lavadero cubierto, baño principal 
instalado, 1 dormitorio, un toilette en suite. 
Techos de teja. Sin corriente eléctrica ni gas 
natural. La venta se realiza al contado, en 
efectivo, al mejor postor, ad corpus, en el 
estado físico y jurídico en que se encuentra. 
Base: U$S  87.000. Seña: 30%. Comisión: 
3%. Sellado de ley. Arancel aprobado por 
la Acordada 10/99 del (0,25%) a cargo del 
comprador. Todo en efectivo y en el acto 

del remate. En el acto de suscribir el boleto 
de compraventa exigirá a quien o quienes 
resulten compradores la constitución de 
domicilio dentro del radio de la Capital 
Federal, bajo apercibimiento de que las su-
cesivas providencias se le tendrán por noti-
ficadas en la forma y oportunidad previstas 
en el art. 133 del Código Procesal. No proce-
derá la compra en comisión. De conformi-
dad con el Plenario de la Excma. Cámara de 
Apelaciones en lo Civil dictado en los autos 
“Servicios Eficientes SA c/Yabra, Roberto 
Isaac s/Ejec. Hipot.” del 18/02/99, de apli-
cación obligatoria (art.  303 del CPCC) “no 
corresponde que el adquirente en subasta 
judicial afronte las deudas que registre el 
inmueble por impuestos, tasas y contribu-
ciones, devengadas antes de la toma de po-
sesión, cuando el monto obtenido en la su-
basta no alcanza para solventarlas. Demás 
datos consultar el expte. o al Martillero al 
4778-0366. Adeuda a G.C.B.A.: s/fs.  99 
$ 3.515,53 al 04/02/15; Aguas Argentinas 
S.A.: s/fs.  35 $  0,00 al 18/03/14; a AYSA: 
s/fs. 98 $ 1.444,23 al 04/02/15; a O.S.N. s/
fs. 39 partida sin deuda al 12/03/14.

Buenos Aires, 10 de febrero de 2015
Alejandra Salles, sec.

LA LEY: I. 27/02/15 V. 02/03/15 

El Juzgado Nacional de 1a Instancia en lo 
Civil nº 16, cita y emplaza por treinta días a 
herederos y acreedores de TUDELA, JOSE 
MARIA a fin que comparezcan a hacer valer 
sus derechos. Publíquese por tres días en 
LA LEY.
Buenos Aires, 13 de noviembre de 2014

Adrián E. Marturet, sec.
LA LEY: I. 26/02/15 V. 02/03/15

El Juzgado Nacional de 1a Instancia en lo 
Civil nº  16, cita y emplaza por treinta días 
a herederos y acreedores de GUILLERMO 
ARNALDO CEROCCHI a fin que comparez-
can a hacer valer sus derechos. Publíquese 
por tres días en LA LEY.
Buenos Aires, 13 de diciembre de 2014

Adrián E. Marturet, sec.
LA LEY: I. 26/02/15 V. 02/03/15

El Juzgado de Primera Instancia en lo Ci-
vil Nro. 46, Secretaría Única de la Capital 
Federal, cita y emplaza por el término de 
30 días a herederos y acreedores de BLAU 
ROBERTO EDUARDO. Publíquese por 3 
días en LA LEY.
Buenos Aires, 22 de diciembre de 2014

Damián Esteban Ventura, sec.
LA LEY: I. 26/02/15 V. 02/03/15

MANCINELLI, ROBERTO ENRIQUE s/ SU-
CESIÓN AB INTESTATO. El Juzgado Nacio-
nal de Primera Instancia en lo Civil Nº  58, 
Secretaría Única, ubicado en la calle Av. de 
los Inmigrantes 1950, 5º piso, cita y em-
plaza por el término de treinta días a here-
deros y acreedores de ROBERTO ENRIQUE 
MANCINELLI, a fin de ejercer los derechos 
que le correspondan. Publíquese en el diario 
“LA LEY”por tres días.

Buenos Aires, 5 de febrero de 2015
María Alejandra Morales, sec.

LA LEY: I. 26/02/15 V. 02/03/15

84405/2014 PONTE, AGUSTIN MANUEL 
Y OTRO s/ SUCESION AB INTESTATO. 
El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil nº 62, a cargo del Dr. Juan Pablo 
Rodríguez, Secretaría a cargo de la suscrip-
ta, cita y emplaza por el término de treinta 
días a herederos y acreedores de AGUSTÍN 
MANUEL PONTE y AMADA ELVIA OLI-
VES a fin de que hagan valer sus derechos. 
El presente deberá publicarse por tres días 
en el Diario LA LEY.
Buenos Aires, 15 de diciembre de 2014

Mirta Lucía Alchini, sec.
LA LEY: I. 26/02/15 V. 02/03/15

El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil y Comercial Federal Nº  8, Secre-
taría Nº 16, sito en Libertad 731, 7º piso de 
Capital Federal, hace saber que SANCHEZ 
MESA RONALDO, nacido en Marianao, La 
Habana, Cuba, el 9 de enero de 1974, con 
D.N.I. Nº  94.893.946 ha peticionado la 
concesión de la ciudadanía argentina, a fin 
de que los interesados hagan saber a este 
Juzgado las circunstancias que pudiesen 

obstar a dicho pedido. El presente deberá 
ser publicado por dos veces en un lapso de 
quince días en el diario “LA LEY”.
Buenos Aires, 10 de diciembre de 2014

Silvina A. Bracamonte, sec.
LA LEY: I. 26/02/15 V. 26/02/15

El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil Nº 43, Secretaría Única, sito en la 
calle Uruguay 714, EP, de esta Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires, cita y emplaza por el 
término de 30 días a herederos y acreedores 
de BULACIO, CRISTINA NOEMI y SORIA 
JUAN CARLOS a fin de que hagan valer sus 
derechos. El presente deberá publicarse por 
3 días en el diario LA LEY.

Buenos Aires, 5 de febrero de 2015
Zulma A. Bernues, sec.

LA LEY: I. 25/02/15 V. 27/02/15

 Juzgado Nacional en lo Civil Nº 47, a cargo 
del Dr. Horacio Maderna Etchegaray, cita 
y emplaza por treinta días a herederos y 
acreedores de GIOIOSA ANA y SANTANA 
JUAN MIGUEL. Publíquese por 3 días en el 
diario LA LEY.

Buenos Aires, 4 de febrero de 2015
Silvia R. Rey Daray, sec.

LA LEY: I. 25/02/15 V. 27/02/15 

El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil Nº 53, Secretaría Única, cita y 
emplaza por 30 días a herederos y acree-
dores de JUAN CARLOS MINIÑO a fin de 
presentarse a hacer valer sus derechos. El 
presente deberá publicarse por 3 días en el 
diario LA LEY.

Buenos Aires, 22 de octubre de 2014
Aldo di Vito, sec.

LA LEY: I. 25/02/15 V. 27/02/15 

El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil Nº 55, a cargo del doctor Herman 
B. Lieber, Secretaría a mi cargo, sito en 
Avenida de los Inmigrantes Nº 1950, piso 
4º, cita y emplaza por el término de treinta 
días a herederos y acreedores de Doña IRA-
SEMA IRUPE KISSLING, a los efectos de 
hacer valer sus derechos. Publíquese por el 
término de tres días en el diario LA LEY.

Buenos Aires, 10 de febrero de 2015
Olga María Schelotto, sec.

LA LEY: I. 25/02/15 V. 27/02/15 

86352/2014 HERRAN, VICENTE MAR-
CIANO s/ SUCESION AB INTESTATO. El 
Juzgado Nacional de Primera Instancia en 
lo Civil Nº 60, cita y emplaza a herederos y 
acreedores de VICENTE MARCIANO HE-
RRAN por el término de treinta días. Pu-
blíquese por tres días en el diario “LA LEY”.

Buenos Aires, 6 de febrero de 2015
Diego Fernando Bagnato, sec.

LA LEY: I. 25/02/15 V. 27/02/15 

10083/2014 El Juzgado Nacional de Pri-
mera Instancia en lo Civil Nº 69, cita y em-
plaza por el plazo de treinta días a herederos 
y acreedores de MARIA JOAQUINA DEL 
CARMEN ORTIZ. Publíquese por tres días 
en el diario LA LEY.
Buenos Aires, 23 de diciembre de 2014

Juan Martín Balcazar, sec.
LA LEY: I. 25/02/15 V. 27/02/15 

El Juzgado Nacional de 1a Instancia en lo 
Civil Nº 107, Secretaría Única de la Capi-
tal Federal, cita a la Sra. VANESA EDITH 
PARMELO a fin de que comparezca a estar 
a derecho, bajo apercibimiento de nom-
brársele Defensor Oficial de Pobres y Au-
sentes para que la represente. El presente 
deberá publicarse por tres días en el diario 
“LA LEY”.
Buenos Aires, 12 de diciembre de 2014

Osvaldo La Blanca Iglesias, sec.
LA LEY: I. 25/02/15 V. 27/02/15 

79581/2013 CORATOLO RUBEN AN-
TONIO s/SUCESION AB-INTESTATO. El 
Juzgado Nacional de 1ª Instancia en lo Civil 
Nº 16, cita y emplaza por treinta días a here-
deros y acreedores de CORATOLO, RUBÉN 
ANTONIO a fin que comparezcan a hacer 
valer sus derechos. Publíquese por tres días 
en LA LEY.

Buenos Aires, 19 de marzo de 2014
Adrián E. Marturet, sec.

LA LEY: I. 24/02/15 V. 26/02/15 

La ley de concursos toma en consideración 
el número de voluntades —exigiendo la ma-
yoría absoluta de acreedores (14)— para que 
los minoritarios no sean sacrificados por los 
titulares de los créditos mayores; y asimismo 
requiere de la preponderancia de los intereses 
o mayoría de capital (15), porque es de equi-
dad que el monto de los créditos tenga gra-
vitación sobre la resolución a adoptarse (16).

Además, en los concursos el derecho de 
voto se atribuye al acreedor y no a los crédi-
tos (17). En consecuencia, si el acreedor tiene 
varios créditos dispone de un solo voto perso-
nal —principio de indivisibilidad—, por el im-
porte de todos ellos con derecho a voto: único 
en su contenido que no puede fraccionarse ni 
por mandatario. Por lo tanto, el cesionario de 
varios créditos tiene un solo voto, y no tantos 
como el número de los créditos. El peligro que 
el legislador trata de conjurar no está en la 
cesión de un crédito, que al fin y a la postre 
no implica más que un cambio en el sujeto ac-
tivo de él, sino en la división de dicho crédito 
cuando un número de acreedores con su voto 
puede influir en la formación de mayorías (18).

En ese pensamiento, la Fiscalía de la Cá-
mara Nacional de Apelaciones en lo Comer-
cial sostuvo que: “…La aplicación mecánica del 
pago con subrogación previsto en la ley civil al 
contexto concursal pondría en riesgo la existen-
cia misma del régimen concursal, que se asienta 
en el principio de que todos los acreedores son 
sometidos al mismo sistema colectivo. Esta con-
sideración exige un análisis caso por caso para 
determinar cuándo procede el pago con subro-
gación en el ámbito concursal y cuándo no” (19).

IV. El fallo en comentario

Muchos de los criterios enunciados están 
presentes en el pronunciamiento de la sala B 
de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Comercial (20), al que adherimos y del cual 
nos permitimos resaltar algunos consideran-
dos de especial significación.

En dicho fallo, un tercero no interesado 
(Guillermo Ceferino Rossi), pretendió subro-
garse en los derechos de acreedores cuyos 
créditos fueron admitidos en la sentencia del 
art.  36 de la LCQ, (Haydée Ribano y Mario 

Gualtieri), quienes se opusieron al depósito 
efectuado por aquél por considerarlo insufi-
ciente.

En el caso, tanto la sentencia de primera 
instancia como la del tribunal superior re-
chazaron la pretensión del subrogante, ex-
presando la Sala que “a tenor de lo dispuesto 
por el art. 740 Cód. Civil, las oposiciones de los 
acreedores fueron bien admitidas”. “La subro-
gación, que opera la transmisión del crédito, no 
legitima sin más al pretenso pagador para par-
ticipar en el proceso concursal en reemplazo del 
acreedor” (21). “Debe considerarse también que 
quien se subroga en los derechos de un acreedor 
durante el trámite de un proceso, cualquiera sea, 
no puede soslayar el cumplimiento de las normas 
atinentes al procedimiento —es decir, la ley con-
cursal de orden público—... Si bien la subroga-
ción traspasaría al eventual nuevo acreedor los 
derechos y acciones de los originarios, hasta la 
concurrencia de la suma desembolsada, ello no 
importa contradecir la específica norma concur-
sal que refiere a la necesaria ‘mayoría de perso-
nas’ para obtener las mayorías legales”.

Desde tal perspectiva, agregan los camaris-
tas, no podrá soslayarse la telesis de la norma, 
considerando que un acreedor subrogante 
pueda expresar la voluntad de cinco acree-
dores subrogados. En primer término, por-
que es claro que el vocablo acreedores alude a 
personas —sujetos— y no a los créditos. Y en 
segundo lugar, porque también el derecho de 
voto se atribuye al acreedor y no a los crédi-
tos... De tal modo, el acreedor subrogante po-
dría —porque la ley no requiere otro modo— 
colaborar con la sumatoria de los créditos 
pagados por subrogación, con la obtención 
de la mayoría de capital de su categoría, mas 
no podría modificar la ley, transformando la 
cantidad de créditos en un número —actual-
mente inexistente— de personas.

Por ello, concluye acertadamente el fallo, 
la pretensión del recurrente tal cual ha sido 
planteada resulta improcedente, pues un sis-
tema contrario importaría imponer a los concur-
sados voluntades que no fueron expresadas, per-
mitiendo además un modo de manipulación de 
las mayorías legales que la ley no previó, y que 
expresamente ha tratado de evitar. l
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(14) Para obtener la aprobación de la propuesta de 
acuerdo preventivo para acreedores quirografarios el 
deudor deberá acompañar al juzgado la conformidad 
de la mayoría absoluta de acreedores dentro de todas y 
cada una de las categorías: Art. 45, primer párrafo, de la 
LCQ. El art. 52, inc. 2, subinc. b), permite que el juez ho-
mologue el acuerdo aunque no se hubieran logrado las 
mayorías necesarias en todas las categorías, siempre 
que se cumplan los requisitos allí enunciados.

(15) Esto es, de los acreedores que representen las dos 
terceras partes del capital computable dentro de cada 
categoría: art. 45, primer párrafo, LCQ. V. referencia al 
art. 52, inc. 2, subinc. b), en nota anterior.

(16) CÁMARA, Héctor, “El concurso preventivo y 
la quiebra. Comentario de la ley 19.551”, vol. II, Depal-
ma, Bs. As., 1979, p. 1027. Véase, entre otros: GARCÍA 
MARTÍNEZ, Francisco, “El concordato y la quiebra”, 
t. I, V.P.de Zavalía, Bs. As., 1957, p. 274; RIVERA, Julio 
C., “Instituciones de derecho concursal”, t. I, 2ª ed, Ru-
binzal-Culzoni, Bs. As. Santa Fe, 2003, p. 439; RIVERA, 
Julio C.; ROITMAN, Horacio y VÍTOLO, Daniel R., “Ley 
de concursos y quiebras”, t. II, Rubinzal-Culzoni, Bs. As. 
- Santa Fe, 2009, p. 283. ROUILLON, Adolfo A. N., “Régi-
men de los concursos y quiebras. Ley 24.522”, 16 ed, As-
trea, Bs. As., 2013, p. 134.

(17) Este concepto estaba expresado claramente en el 

texto de la ley 19.551, al decir: “La emisión de los votos 
es individual por cada acreedor con derecho a hacerlo” 
(art. 49, al final del cuarto párrafo).

(18) CÁMARA, Héctor, op. cit, ps. 966 y 990. Dice tam-
bién este autor: “únicamente puede dar lugar un crédito 
a varios votos, si ha sido dividido y cedido a diferentes 
personas antes de la apertura del juicio, porque con la 
división y cesión se ha transferido la calidad de acreedor 
a cada uno de los cesionarios”. Cabe acá recordar que 
en el sistema concursal norteamericano, las cesiones 
y/o transferencias de créditos concursales son legales y 
habituales, pero que cuando constituyen un medio para 
consumar el abuso, la jurisprudencia, en lugar de prohi-
birlas, se ha contentado con excluir del voto los créditos 
cedidos: LORENTE, Javier R, “VI Congreso Argentino 
de Derecho Concursal”, t. I, Rosario, 2006, p. 425 (supra, 
nota 9).

(19) Dictamen en: “Cablevisión SA s/acuerdo preven-
tivo s/incidente de subrogación”, 14/12/2005.

(20) In re: “Bonelli, María Silvina s/quiebra s/inciden-
te de apelación art. 250, CPCCN, por Rossi, Guillermo 
Ceferino”, 28/VIII/2014.

(21) Con cita de un fallo de la CNCom., sala D, in re: 
“Rosarios, Egon German s/concurso preventivo s/inc. 
de verificación de créditos por Rosarios y Cía. SA”, del 
20/02/08.
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